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1.  El presente documento contiene extractos de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas del caso 
Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. De esta 
manera, se ha realizado una síntesis de los hechos y se incluye sólo algunos párrafos relevantes para la 
presente publicación, así como se han reducido el número y extensión de los pies de página. Los números 
de párrafos corresponden a aquellos de la Sentencia original, mas no así los pies de página. Para ver el 
texto íntegro de la Sentencia siga el siguiente enlace: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/
seriec_279_esp.pdf.
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SENTENCIA

En el caso Norín Catrimán y otros,

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte 
Interamericana”, “la Corte” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes 
jueces:

Humberto Antonio Sierra Porto, Presidente;
Roberto F. Caldas, Vicepresidente; 
Manuel E. Ventura Robles, Juez; 
Diego García-Sayán, Juez;
Alberto Pérez Pérez, Juez, y
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Juez;

presentes además, 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta,

de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención Americana” o “la 
Convención”) y con los artículos 31, 32, 65 y 67 del Reglamento de la Corte 
(en adelante “el Reglamento” o “Reglamento de la Corte”), dicta la presente 
Sentencia […]:

[…]

VI.  HECHOS

[Las ocho víctimas de este caso son los señores Segundo Aniceto Norín 
Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Víctor Manuel Ancalaf 
Llaupe, Juan Ciriaco Millacheo Lican, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 
Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y la señora 
Patricia Roxana Troncoso Robles. Todos ellos son chilenos. Los tres primeros 
eran a la época de los hechos del caso autoridades tradicionales del Pueblo 
indígena Mapuche, los otros cuatro señores son miembros de dicho pueblo 
indígena y la señora Troncoso Robles era activista por la reivindicación de 
los derechos de dicho pueblo. La dirigencia de las comunidades mapuche la 
ejercen los “Lonkos”2 y los “Werkén”3, autoridades tradicionales electas. Los 

2.  Los Lonkos son los líderes principales de sus respectivas comunidades tanto en materia de gobierno 
como en aspectos espirituales, son considerados depositarios de la sabiduría ancestral y encabezan los 
procesos de toma de decisiones así como también presiden importantes ceremonias religiosas.
3.  Los Werkén, cuyo nombre significa “mensajero”, asisten a los Lonkos y cumplen un rol 
complementario de liderazgo, son portavoces de diversos temas como los políticos y culturales ante otras 
comunidades mapuche y ante la sociedad no mapuche.
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señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao eran Lonkos y el señor Ancalaf 
Llaupe era Werkén. 

Contra esas ocho personas se abrieron procesos penales por hechos 
ocurridos en los años 2001 y 2002 en las Regiones VIII (Biobío) y IX 
(Araucanía) de Chile, en los cuales fueron condenados como autores de 
delitos calificados de terroristas en aplicación de la Ley No. 18.314 que “[d]
etermina conductas terroristas y fija su penalidad” (conocida como “Ley 
Antiterrorista”). En ninguno de los hechos por los cuales fueron juzgados 
(relativos a incendio de predio forestal, amenaza de incendio y quema de 
un camión de una empresa privada) resultó afectada la integridad física ni 
la vida de alguna persona. El proceso penal seguido contra el señor Víctor 
Ancalaf Llaupe se tramitó en aplicación del Código de Procedimiento Penal 
de 1906 (Ley No. 1853) y sus reformas, porque los hechos por los que 
se le juzgó ocurrieron en la Región del BioBío en una fecha anterior a la 
entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal en esa región. Los 
procesos penales seguidos contra las otras siete referidas personas se rigieron 
por el Código Procesal Penal de 2000 (Ley No. 19.696), porque los hechos 
por los cuales fueron juzgadas ocurrieron en la Región de la Araucanía con 
posterioridad a la entrada en vigencia del referido código en esa región. A las 
ocho víctimas de este caso les fueron dictadas medidas de prisión preventiva 
en dichos procesos penales. 

A inicios de la década de los 2000, época en que ocurrieron los hechos 
por los cuales fueron condenadas penalmente las víctimas de este caso, 
existía en el sur de Chile (Regiones VIII, IX y X), fundamentalmente en la 
IX Región (de la Araucanía), una situación social de numerosos reclamos, 
manifestaciones y protestas sociales por parte de miembros del Pueblo 
indígena Mapuche, líderes y organizaciones del mismo, con el fin de que 
fueran atendidas y solucionadas sus reivindicaciones, fundamentalmente 
referidas a la recuperación de sus territorios ancestrales y al respeto del uso y 
goce de dichas tierras y sus recursos naturales. En el contexto de esa protesta 
social se incrementó el nivel de conflictividad en dichas regiones y, aparte 
de las movilizaciones sociales y de otras medidas de presión, se presentaron 
algunas acciones de hecho y violentas calificadas como “graves”, tales como 
la ocupación de tierras no ligadas a procedimientos de reclamación en 
curso, incendio de plantaciones forestales, cultivos, instalaciones y casas 
patronales, destrucción de equipos, maquinaria y cercados, cierre de vías de 
comunicación y enfrentamientos con la fuerza pública. 

A partir del año 2001 se incrementó significativamente el número de 
dirigentes y miembros de comunidades mapuche investigados y juzgados por 
la comisión de delitos ordinarios en relación con actos violentos asociados 
a la referida protesta social. En una minoría de casos se les ha investigado 
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y/o condenado por delitos de carácter terrorista en aplicación de la referida 
Ley No. 18.314 (Ley Antiterrorista). De las 19 causas formalizadas por el 
Ministerio Público entre el 2000 y el 2013 bajo la Ley Antiterrorista, 12 de 
ellas “se relacionan a reivindicaciones de tierras de grupos mapuche”. 

El resultado de los procesos penales contras las ocho víctimas de este caso 
fue el siguiente: 

1)  Los Lonkos Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo 
Pichún Paillalao fueron condenados como autores del delito de amenaza de 
incendio terrorista5 y se les impusieron las penas de cinco años y un día de 
presidio mayor en su grado mínimo y penas accesorias de inhabilitación que 
restringían el ejercicio del derecho a la libertad de expresión y los derechos 
políticos.

2)  Los señores Juan Ciriaco Millacheo Licán, Florencio Jaime Marileo 
Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia y 
la señora Patricia Roxana Troncoso Robles fueron condenados como autores 
del delito de incendio terrorista por el hecho de incendio de un fundo6 y se 
les impusieron las penas de diez años y un día de presidio mayor en su grado 
medio y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio de los 
derechos políticos. 

3)  El señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe fue condenado7 como autor 
de la conducta terrorista tipificada en el artículo 2° No. 4 de la Ley No. 
18.314 en relación con la quema de un camión de una empresa privada y se 
le impusieron las penas de cinco años y un día de presido mayor en su grado 
mínimo y penas accesorias de inhabilitación que restringían el ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión y los derechos políticos.]

VII.  FONDO

153.  El presente caso se refiere a alegadas violaciones en perjuicio de las 
ocho presuntas víctimas relacionadas con su procesamiento y condena penal 
por delitos de carácter terrorista. Tales personas eran dirigentes, miembros 
o activista del Pueblo indígena Mapuche. La Corte deberá resolver si la ley 
penal que les fue aplicada (Ley Antiterrorista) era violatoria del principio 
de legalidad así como también deberá pronunciarse sobre si en los procesos 
penales se configuraron alegadas violaciones a varias garantías judiciales, y 
si la prisión preventiva decretada violó su derecho a la libertad personal. 
El Tribunal deberá pronunciarse también sobre los alegatos efectuados 
por la Comisión Interamericana y los intervinientes comunes respecto de 
la supuesta consideración del origen étnico de las presntas víctimas para 
aplicarles de forma discriminatoria la referida ley penal en el marco de un 
alegado contexto de “aplicación selectiva de la legislación antiterrorista en 
perjuicio de miembros del pueblo indígena mapuche”, mediante lo cual 
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alegadamente se criminalizó la protesta social de miembros de ese pueblo 
indígena4.

[…]
155.  La Corte destaca que en este caso contra Chile no se ha sometido 

a su consideración ninguna alegada violación del derecho a la propiedad 
comunal en relación con el artículo 21 de la Convención Americana. No 
obstante, este Tribunal recuerda la importancia de los criterios jurispru
denciales que ha desarrollado en sentencias de casos contra Nicaragua5, 
Paraguay6, Surinam7 y Ecuador8 en relación con el contenido y alcance 
del derecho a la propiedad comunal, tomando en cuenta la estrecha 
relación de los pueblos indígenas con sus territorios. El Tribunal se ha 
pronunciado sobre las obligaciones estatales para garantizar dicho derecho, 
tales como el reconocimiento oficial de la propiedad a través de su deli
mitación, demarcación y titulación, la devolución de los territorios 
indígenas y la regulación de un recurso efectivo para resolver los reclamos 
correspondientes9. Asimismo, la Corte ha establecido que “la obligación 
de consulta [a las comunidades y pueblos indígenas y tribales], además de 
constituir una norma convencional, es también un principio general del 
Derecho Internacional” y ha enfatizado la importancia del reconocimiento 
de ese derecho como “una de las garantías fundamentales para garantizar 
la participación de los pueblos y comunidades indígenas en las decisiones 
relativas a medidas que afecten sus derechos, y en particular su derecho a la 
propiedad comunal”10. Se trata de criterios que los Estados deben observar 
al respetar y garantizar los derechos de los pueblos indígenas y sus miembros 
en el ámbito interno.

4.  Informe de Fondo 176/10, párrs. 1, 5, 211 y 289; escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de CEJIL, y 
escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de la FIDH (expediente de fondo, Tomo I, folios 2, 10, 11, 67, 76, 
97, 269, 270, 351, 352, 401, 425, 507, y 515). 
5.  Cfr. Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79. 
6.  Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párrs. 125 y 137; Caso Comunidad Indígena 
Sawhoyamaxa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de marzo de 2006. Serie C No. 
146, párrs. 118 y 121, y Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C No. 214, párrs. 85 a 87.
7.  Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 15 de junio de 2005. Serie C No. 124, párr. 131, y Caso del Pueblo Saramaka Vs. Surinam. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de noviembre de 2007. Serie C No. 172, 
párrs. 87 a 91.
8.  Cfr. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 27 de junio 
de 2012. Serie C No. 245, párrs. 145 a 147.
9.  Cfr. Caso Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua.Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 153; 
Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam, párr. 209; Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, 
párrs. 95 y 96; Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay, párr. 108, y Caso Comunidad Indígena 
Xákmok Kásek. Vs. Paraguay, párr. 131.
10.  Cfr. Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador, párrs. 160 y 164.
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VII.1.  �PRINCIPIO DE LEGALIDAD (ARTÍCULO 9 DE LA CON­
VENCIÓN AMERICANA) Y DERECHO A LA PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA (ARTÍCULO 8.2 DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA), EN RELACIÓN CON LA OBLIGACIÓN DE 
RESPETAR Y GARANTIZAR LOS DERECHOS Y EL DEBER DE 
ADOPTAR DISPOSICIONES DE DERECHO INTERNO

[…]

B.  Consideraciones de la Corte

[…]

1.  El principio de legalidad en general y en relación con el tipo terrorista

161.  El principio de legalidad, según el cual “[n]adie puede ser conde
nado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho aplicable” (artículo 9 de la Convención 
Americana) constituye uno de los elementos centrales de la persecución penal 
en una sociedad democrática11. La calificación de un hecho como ilícito 
y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser preexistentes a la conducta 
del sujeto al que se considera infractor pues, de no ser así, las personas no 
podrían orientar su comportamiento conforme a un orden jurídico vigente 
y cierto, en el que se expresan el reproche social y las consecuencias de este12. 

162.  La elaboración de tipos penales supone una clara definición de 
la conducta incriminada, que fije sus elementos y permita deslindarla de 
comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas 
no penales13. Es necesario que el ámbito de aplicación de cada uno de los 
tipos esté delimitado de la manera más clara y precisa que sea posible14, en 
forma expresa, precisa, taxativa y previa15. 

163.  Tratándose de la tipificación de delitos de carácter terrorista, el 
principio de legalidad impone una necesaria distinción entre dichos delitos 
y los tipos penales ordinarios, de forma que tanto cada persona como el 
juez penal cuenten con suficientes elementos jurídicos para prever si una 

11.  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de febrero de 2001. 
Serie C No. 72, párr. 107, y Caso Mohamed Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 noviembre de 2012 Serie C No. 255, párr. 130.
12.  Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 106, y Caso Mohamed 
Vs. Argentina, párr. 131.
13.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. 
Serie C No. 52, párr. 121, y Caso Pacheco Teruel y otros Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
27 de abril de 2012. Serie C No. 241, párr. 105. 
14.  Cfr. Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. 
Serie C No. 126, párr. 90, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 61.
15.  Cfr. Caso Kimel Vs. Argentina, párr. 63, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 61.
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conducta es sancionable bajo uno u otro tipo penal. Ello es particularmente 
importante en lo tocante a los delitos terroristas porque respecto de ellos 
suele preverse – como lo hace la Ley No. 18.314 – la imposición de penas 
privativas de libertad más graves y de penas accesorias e inhabilitaciones con 
efectos importantes respecto del ejercicio de otros derechos fundamentales. 
Adicionalmente, la investigación de delitos terroristas tiene consecuencias 
procesales que, en el caso de Chile, pueden comprender la restricción de 
determinados derechos en las etapas de investigación y juzgamiento.

164.  Existe consenso en el mundo, y en particular en el continente 
americano, respecto de “la amenaza que el terrorismo representa para los 
valores democráticos y para la paz y seguridad internacionales[, así como 
para …] el goce de los derechos y libertades fundamentales”16. El terrorismo 
es un fenómeno que pone en peligro los derechos y libertades de las personas 
que se encuentran bajo la jurisdicción de los Estados Partes en la Convención 
Americana. Por lo tanto, los artículos 1.1 y 2 de dicha Convención obligan a 
los Estados Partes a adoptar todas aquellas medidas que resulten adecuadas, 
necesarias y proporcionales para prevenir y, en su caso, investigar, juzgar y 
sancionar ese tipo de actos. Según la Convención Interamericana contra 
el Terrorismo, “la lucha contra el terrorismo debe realizarse con pleno 
respeto al derecho nacional e internacional, a los derechos humanos y a las 
instituciones democráticas, para preservar el estado de derecho, las libertades 
y los valores democráticos en el Hemisferio”17. 

165.  En particular, cuando los Estados adoptan las medidas necesarias 
para prevenir y sancionar el terrorismo tipificando como delitos las conductas 
de ese carácter, están obligados a respetar el principio de legalidad en los 
términos arriba señalados. Varios órganos y expertos internacionales de la 
Organización de Naciones Unidas han puesto de relieve la necesidad de 
que las tipificaciones y definiciones internas relativas al terrorismo no sean 
formuladas de manera imprecisa que facilite interpretaciones amplias con 
las cuales se sancionen conductas que no tendrían la gravedad y naturaleza 
de ese tipo de delitos18. 

16.  Cfr. Convención Interamericana contra el Terrorismo, AG/RES. 1840 (XXXII-O/02), aprobada en el 
primera sesión plenaria celebrada el 3 de junio de 2002, párrafos segundo y sexto del preámbulo, disponible en: 
http://www.oas.org/xxxiiga/espanol/documentos/docs_esp/agres1840_02.htm.
17.  Cfr. Convención Interamericana contra el Terrorismo, párrafo octavo del preámbulo. 
18.  Cfr. UN Doc. CCPR/C/CHL/C0/5, 17 de abril de 2007, Comité de Derechos Humanos, Examen de 
los Informes presentados por los Estados partes con arreglo al artículo 40 del Pacto, Observaciones finales del Comité 
de Derechos Humanos, Chile, párr. 7 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 8, folios 310 a 
315), y UN Doc. A/HRC/6/17/Add.1, 28 de noviembre de 2007, Consejo de Derechos Humanos, Informe 
del Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo, Martin Scheinin, Adición, párr. 20 (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, 
anexo 10, folios 369 a 373).
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166.  Al rendir peritaje ante esta Corte, los expertos Scheinin y Andreu-
Guzmán se refirieron tanto a la Resolución 1566 emitida por el Consejo 
de Seguridad de Naciones Unidas en el 200419 como a la “definición 
modelo de terrorismo” desarrollada en el 2010 por Martin Scheinin 
como Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo y 
mantenida por Ben Emmerson, siguiente Relator en la materia20. Ambos 
expertos consideran que desarrollan estándares relevantes para evaluar las 
tipificaciones nacionales ya que permiten distinguir elementos mínimos o 
características que determinan las conductas graves que tengan un carácter 
terrorista.

167.  No obstante, dichos peritos y el perito Cancio Meliá coincidieron 
en que en la normativa internacional no existe una definición de terrorismo 
completa, concisa y aceptada universalmente21.

2.  Aplicación al caso concreto

[…]
170.  Corresponde a la Corte determinar si la presunción legal del 

elemento subjetivo del tipo resaltada en dicho artículo 1, que establecía que 
“[s]e presumirá la finalidad de producir dicho temor en la población en 
general, salvo que const[ara] lo contrario”, cuando el delito se cometiera 
mediante el uso de los medios o artificios indicados (entre ellos “artificios 
explosivos o incendiarios”), entraña una violación al principio de legalidad 
y al principio de presunción de inocencia. 

171.  La Corte reitera que la tipificación de delitos implica que la 
conducta incriminada esté delimitada de la manera más clara y precisa 
posible. En esa tipificación, la especial intención o finalidad de producir 
“temor en la población en general” es un elemento fundamental para 
distinguir la conducta de carácter terrorista de la que no lo es y sin el cual 
la conducta no sería típica. La Corte considera que la referida presunción 
de que existe tal intención cuando se dan determinados elementos objetivos 
(entre ellos “el hecho de cometerse el delito mediante artificios explosivos 

19.  Cfr. UN Doc. S/RES/1566 (2004), Consejo de Seguridad, Resolución 1566 (2004), aprobada por el 
Consejo de Seguirdad en su 5053ª sesión, celebrada el 8 de octubre de 2004.
20.  Cfr. UN Doc. A/HRC/16/51, 21 de diciembre de 2010,Consejo de Derechos Humanos, Informe del 
Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo, Sr. Martin Scheinin, Diez esferas de mejores prácticas en la lucha contra el terrorismo, párrs. 23, 
27 y 28.
21.  No obstante, numerosos instrumentos internacionales califican como actos terroristas a determinadas 
conductas. Tal es el caso de la Convención Interamericana contra el Terrorismo. Cfr. Convención Interamericana 
contra el Terrorismo, AG/RES. 1840 (XXXII-O/02), aprobada en el primera sesión plenaria celebrada el 3 de 
junio de 2002. 
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o incendiarios”) es violatoria del principio de legalidad consagrado en el 
artículo 9 de la Convención, y asimismo de la presunción de inocencia 
prevista en el artículo 8.2 de la misma. El principio de presunción de 
inocencia, que según ha determinado la Corte constituye un fundamento 
de las garantías judiciales22, implica que los juzgadores no inicien el proceso 
con una idea preconcebida de que el acusado ha cometido el delito que se 
le imputa, por lo que la carga de la prueba está a cargo de quien acusa, y 
no del acusado, y cualquier duda debe ser usada en beneficio del acusado23. 
La demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal24.

172.  Al respecto, el Estado manifestó que con la reforma de la Ley No. 
18.314 del año 2010 “se eliminó la presunción de la intención de causar 
temor” con el fin de “proteger el principio de presunción de inocencia […,] 
de modo que […] cualquier acusación de terrorismo debe ser probada 
por quien la plantee y no, como era antes de la modificación legal, en 
que los imputados de tales delitos debían desvirtuar la presunción de 
intención terrorista”. En similar sentido explicó tal reforma el testigo Acosta 
Sánchez, propuesto por Chile, quien indicó en la audiencia pública que esa 
presunción “compromet[ía en] buena medida el principio de culpabilidad”. 
El perito Scheinin, propuesto por la Comisión, la FIDH y CEJIL, opinó 
en similar sentido, indicando que las presunciones en los tipos penales 
van en detrimento del acusado e invierten el razonamiento del tribunal 
en cuanto que todos los elementos del delito deben ser probados más allá 
de toda duda razonable. El perito Cancio Meliá, propuesto por CEJIL, 
consideró que esa presunción “imp[uso…] una extensión irrestricta del 
alcance de terrorismo, al […] invertir la carga de la prueba, y fijar el […] 
principio de que cualquier conducta realizada con un artefacto incendiario 
[…] se consideraba, en principio, terrorista”, lo que, en su opinión, es 
“completamente incompatible no sólo con el principio de legalidad[,] (pues 
hace […] imprevisible cuando se estimaría que ‘consta lo contrario’, es decir, 
la ausencia de la finalidad [de producir temor]), sino también con los más 
elementales postulados del debido proceso”. Asimismo, el perito Andreu-
Guzmán, propuesto por la FIDH, indicó que la presunción del artículo 1 
de la Ley No. 18.314 “riñ[e] con el principio de presunción de inocencia, 

22.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, 
párr. 77, y Caso López Mendoza Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 
2011. Serie C No. 233, párr. 128. 
23.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 26 de noviembre de 2010. Serie C No. 220, párr. 184, y Caso López Mendoza Vs. Venezuela, 
párr. 128.
24.  Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. 
Serie C No. 111, párr. 204, y Caso López Mendoza Vs. Venezuela, párr. 128.
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toda vez que da por probado prima facie el dolo específico por el simple 
hecho del uso de ciertos métodos o armas”, y que es “un claro y bien anclado 
principio del derecho penal contemporáneo que el dolo, y a fortiori, el dolo 
específico[,] es un elemento de la conducta ilícita que debe ser probado y 
no puede presumirse”. Además, precisó que “la redacción del artículo 1 al 
establecer presunciones de la intencionalidad (dolo específico) pone la carga 
de la prueba en el acusado de demostrar que no tenía tal intención”.

173.  La consagración legal de dicha presunción podía condicionar 
la lógica de análisis con la que los tribunales internos se aproximaban a 
confirmar en las causas penales la existencia de la intención. La Corte 
considera acreditado que tal presunción del elemento subjetivo del tipo 
terrorista fue aplicada en las sentencias que determinaron la responsabilidad 
penal de las ocho presuntas víctimas de este caso: a) para condenar a los 
señores Norín Catrimán y Pichún como autores del delito de amenaza 
de incendio terrorista; b) para condenar a los señores Millacheo Licán, 
Huenchunao Mariñán, los hermanos Marileo Saravia y la señora Troncoso 
Robles como autores del delito de incendio terrorista, y c) para condenar 
al señor Ancalaf Llaupe como autor de la conducta terrorista de “[c]olocar, 
enviar, activar, arrojar, detonar o disparar bombas o artefactos explosivos o 
incendiarios de cualquier tipo, armas o artificios de gran poder destructivo, 
o de efectos tóxicos, corrosivos o infecciosos”, por hechos en que, después de 
obligar a descender de un camión a su conductor, fue lanzado un “mechero 
encendido” al referido vehículo.

174.  En consecuencia, la Corte concluye que la aplicación de la 
presunción de intención terrorista respecto de los señores Segundo Aniceto 
Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Florencio Jaime 
Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Patricio Marileo 
Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, Patricia Roxana Troncoso Robles 
y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe vulneró el principio de legalidad y el 
derecho a la presunción de inocencia, previstos en los artículos 9 y 8.2 
de la Convención Americana, en relación con la obligación de respetar y 
garantizar los derechos, establecida en el artículo 1.1 de ese tratado.

3.  Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno (artículo 2 de 
la Convención Americana), en relación con el principio de legalidad 
(artículo 9 de la Convención) y el derecho a la presunción de 
inocencia (artículo 8.2)

175.  El artículo 2 de la Convención Americana contempla el deber 
general de los Estados Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones 
de la misma para garantizar los derechos en ella consagrados. La Corte 
ha establecido que dicho deber implica la adopción de medidas en dos 
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vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 
naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención. 
Por otra, la expedición de normas y el desarrollo de prácticas conducentes a 
la efectiva observancia de dichas garantías25.

176.  La Corte ha concluido que en la época de los hechos estaba 
vigente una norma penal comprendida en la Ley Antiterrorista contraria 
al principio de legalidad y al derecho a la presunción de inocencia, en los 
términos indicados en los párrafos 169 a 174. Esa norma fue aplicada a las 
víctimas del presente caso para determinar su responsabilidad penal como 
autores de delitos de carácter terrorista.

177.  Por lo tanto, la Corte concluye que Chile violó el deber de 
adoptar disposiciones de derecho interno, establecido en el artículo 2 de 
la Convención Americana, en relación con los artículos 9 (principio de 
legalidad) y 8.2 (derecho a la presunción de inocencia) de la misma, en 
perjuicio de los señores Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, Segundo Aniceto 
Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso 
Robles.

[…]
180.  La Corte reitera la importancia de que en la investigación, 

juzgamiento y sanción de conductas penalmente ilícitas no se utilice la 
tipificación penal especial sobre terrorismo cuando el ilícito podría ser 
investigado y juzgado bajo el tipo penal ordinario por tratarse de una 
conducta de menor reprochabilidad.

[…]

VII.2.  �IGUALDAD ANTE LA LEY (ARTÍCULO 24 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA) Y GARANTIAS JUDICIALES 
(ARTÍCULO 8.1, 8.2.F Y 8.2.H DE LA CONVENCIÓN 
AMERICANA), EN RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1.1

[…]

A.  Derecho a la igualdad ante la ley (artículo 24 de la Convención) 
y derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial 
(artículo 8.1 de la Convención), en relación con el artículo 1.1 
de la Convención

25.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 207, y Caso Mendoza y otros 
Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 
260, párr. 293. 
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[…]

2.  Consideraciones de la Corte

[…]

a.  Consideraciones generales

a.i.  El principio de igualdad y no discriminación y el derecho a la igualdad ante 
la ley

196.  Como ya se indicó, el artículo 1.1 de la Convención dispone que 
los Estados Partes “se comprometen a respetar los derechos y libertades 
reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que 
esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición social”. A su vez, el artículo 24 estipula que “[t]odas las personas 
son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, 
a igual protección de la ley”.

197.  Sobre el principio de igualdad ante la ley y la no discriminación, la 
Corte ha señalado que la noción de igualdad se desprende directamente de 
la unidad de naturaleza del género humano y es inseparable de la dignidad 
esencial de la persona, frente a la cual es incompatible toda situación que, 
por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a tratarlo 
con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con 
hostilidad o de cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que 
sí se reconocen a quienes no se consideran incursos en tal situación26. La 
jurisprudencia de la Corte también ha indicado que en la actual etapa de la 
evolución del derecho internacional, el principio fundamental de igualdad 
y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él 
descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y 
permean todo el ordenamiento jurídico27.

198.  En cuanto al concepto de discriminación, cabe tomar como base 
las definiciones contenidas en el artículo 1.1 de la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial y el 
Artículo 1.1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas 

26.  Cfr. Propuesta de Modificación a la Constitución Política de Costa Rica Relacionada con la Naturalización. 
Opinión Consultiva OC-4/84 de 19 de enero de 1984. Serie A No. 4, párr. 55, y Caso Atala Riffo y Niñas 
Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, párr. 79. 
27.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 
17 de septiembre de 2003. Serie A No. 18, párr. 101, Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. Vs. Paraguay, 
párr. 269, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 79.
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de Discriminación contra la Mujer para concluir que discriminación es 
toda distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en los motivos 
prohibidos que tenga por objeto o por resultado anular o menoscabar el 
reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos 
humanos y libertades fundamentales en las esferas política, económica, 
social, cultural o en cualquier otra esfera28.

199.  El artículo 24 de la Convención Americana prohíbe la discriminación 
de derecho o de hecho, no sólo en cuanto a los derechos consagrados en 
dicho tratado, sino en lo que respecta a todas las leyes que apruebe el Estado 
y a su aplicación29. Es decir, no se limita a reiterar lo dispuesto en el artículo 
1.1 de la misma, respecto de la obligación de los Estados de respetar y 
garantizar, sin discriminación, los derechos reconocidos en dicho tratado, 
sino consagra un derecho que también acarrea obligaciones al Estado de 
respetar y garantizar el principio de igualdad y no discriminación en la 
salvaguardia de otros derechos y en toda la legislación interna que apruebe30, 
pues protege el derecho a la “igual protección de la ley”31, de modo que veda 
también la discriminación derivada de una desigualdad proveniente de la ley 
interna o de su aplicación32.

200.  La Corte ha determinado que una diferencia de trato es discrimi-
natoria cuando la misma no tiene una justificación objetiva y razonable33, es 
decir, cuando no persigue un fin legítimo y no existe una relación razonable 
de proporcionalidad entre los medios utilizados y el fin perseguido34.

201.  Además, la Corte ha establecido que los Estados deben abstenerse 
de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 
indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto35. Los 

28.  Esa caracterización es análoga a la hecha por el Comité de Derechos Humanos. Cfr. UN Doc. CCPR/C/37, 
Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 18, No discriminación, 10 de noviembre de 1989, 
párr. 6.
29.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de 
junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 186, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 82.
30.  Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua, párr. 186.
31.  Cfr. Opinión Consultiva OC-4/84 del 19 de enero de 1984, párr. 54, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, 
párr. 82.
32.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 209, y Caso 
Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 82.
33.  Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02 del 28 de agosto de 
2002. Serie A No. 17, párr. 46; Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, párr. 84, y Caso 
Yatama Vs. Nicaragua, párr. 185.
34.  Cfr. TEDH, Caso D.H. y otros Vs. República Checa, No. 57325/00. Sentencia del 13 de noviembre de 
2007, párr. 196, y TEDH, Caso Sejdić y Finci Vs. Bosnia y Herzegovina, Nos. 27996/06 y 34836/06. Sentencia 
del 22 de diciembre de 2009, párr. 42. 
35.  Cfr. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, párr. 103, y Caso Nadege Dorzema 
y otros Vs. República Dominicana. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de octubre de 2012. Serie C 
No. 251, párr. 236.
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Estados están obligados a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar 
situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de 
determinado grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección 
que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas de terceros 
que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen, mantengan o favorezcan las 
situaciones discriminatorias36.

202.  Tomando en cuenta los criterios de interpretación estipulados en 
el artículo 29 de la Convención Americana y en la Convención de Viena 
sobre el Derecho de los Tratados, la Corte considera que el origen étnico 
es un criterio prohibido de discriminación que se encuentra comprendido 
dentro de la expresión “cualquier otra condición social” del artículo 1.1. de 
la Convención Americana. El Tribunal ha indicado que al interpretarse el 
contenido de dicha expresión debe “elegirse la alternativa más favorable para 
la tutela de los derechos protegidos por dicho tratado, según el principio de 
la norma más favorable al ser humano”37. Los criterios específicos en virtud 
de los cuales está prohibido discriminar, según el referido artículo, no son 
un listado taxativo o limitativo sino meramente enunciativo. La redacción 
de esa norma “deja abiertos los criterios con la inclusión del término ‘otra 
condición social’ para incorporar así a otras categorías que no hubiesen sido 
explícitamente indicadas”38. 

203.  Varios tratados internacionales prohíben expresamente la discrimi-
nación por origen étnico39. Asimismo, otros instrumentos internacionales 
reafirman que los pueblos indígenas deben estar libres de toda forma de 
discriminación40. 

204.  La Corte toma en cuenta que la etnia se refiere a comunidades 
de personas que comparten, entre otras, características de naturaleza 
socio cultural, tales como afinidades culturales, lingüísticas, espirituales y 
orígenes históricos y tradicionales. Dentro de esta categoría se encuentran 
los pueblos indígenas, respecto de los cuales la Corte ha reconocido que 

36.  Cfr. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre de 2003, párr. 104, y Caso Nadege Dorzema 
y otros Vs. República Dominicana, párr. 236. En este sentido se ha expresado con anterioridad el Comité de 
Derechos Humanos de las Naciones Unidas en su Observación General No. 18, No Discriminación, del 10 de 
noviembre de 1989, CCPR/C/37, párr. 10.
37.  Cfr. La Colegiación Obligatoria de Periodistas (Arts. 13 y 29 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-5/85 del 13 de noviembre de 1985. Serie A No. 5, párr. 52, y Caso Atala Riffo y Niñas 
Vs. Chile, párr. 84. 
38.  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 85. 
39.  Entre otros, la Convención Internacional para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
Racial; la Convención sobre los Derechos del Niño, y la Convención Internacional sobre la protección de los 
derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares.
40.  Cfr. UN Doc. A/RES/61/295, 13 de septiembre de 2007, Declaración de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas, Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas 61/295. 
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tienen características propias que conforman su identidad cultural41, tales 
como su derecho consuetudinario, sus características económicas, sociales, 
sus valores, usos y costumbres42.

205.  El Pueblo indígena Mapuche está reconocido como etnia indígena 
en Chile por el artículo de la Ley No. 19.253 (“Ley Indígena”), promulgada 
en septiembre de 1993.

206.  El artículo 1.1. de la Convención Americana proscribe la discri
minación, en general, e incluye categorías prohibidas de discriminación. 
Tomando en cuenta los criterios desarrollados anteriormente, esta Corte 
deja establecido que el origen étnico de las personas es una categoría 
protegida por la Convención. Por ello, está proscrita por la Convención 
Americana cualquier norma, acto o práctica discriminatoria basada en la 
etnia de la persona. En consecuencia, ninguna norma, decisión o práctica 
de derecho interno, sea por parte de autoridades estatales o por particulares, 
pueden disminuir o restringir, de modo alguno, los derechos de una persona 
a partir de su origen étnico43. Ello es igualmente aplicable a que, de acuerdo 
al artículo 24 de dicho tratado, se proscribe una desigualdad basada en el 
origen étnico proveniente de la ley interna o de su aplicación.

a.ii.  El derecho a un juez o tribunal imparcial

[…]
208.  En el presente caso han sido sometidas a la consideración de la 

Corte alegaciones sobre la supuesta falta de imparcialidad personal de los 
jueces o tribunales que dictaron las sentencias condenatorias. Al respecto, 
este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que 
interviene en una contienda particular se aproxime a los hechos de la 
causa careciendo, de una manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, 
ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar 
toda duda que el justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de 
la ausencia de imparcialidad. La Corte ha destacado que la imparcialidad 
personal se presume a menos que exista prueba en contrario, consistente 
por ejemplo en la demostración de que algún miembro de un tribunal o 
juez guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los liti
gantes. El juez debe aparecer como actuando sin estar sujeto a influencia, 

41.  Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párr. 51, y Caso de las Comunidades Afrodescendientes 
Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia, párr. 354.
42.  Cfr. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, párr. 63, y Caso de las Comunidades Afrodescendientes 
Desplazadas de la Cuenca del Río Cacarica (Operación Génesis) Vs. Colombia, párr. 354.
43.  En igual sentido respecto de la prohibición de discriminación por orientación sexual. Cfr. Caso Atala Riffo 
y Niñas Vs. Chile, párr. 91. 
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aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta, sino única y 
exclusivamente conforme a – y movido por – el Derecho44.

209.  También ha determinado la Corte que “una violación del artí
culo 8.1 por la presunta falta de imparcialidad judicial de los jueces debe 
establecerse a partir de elementos probatorios específicos y concretos 
que indiquen que se está efectivamente ante un caso en el que los jueces 
claramente se han dejado influenciar por aspectos o criterios ajenos a las 
normas legales”45.

210.  Las medidas eficaces de lucha contra el terrorismo deben ser 
complementarias y no contradictorias con la observancia de las normas de 
protección de los derechos humanos46. Al adoptar medidas que busquen 
proteger a las personas bajo su jurisdicción contra actos de terrorismo, los 
Estados tienen la obligación de garantizar que el funcionamiento de 
la justicia penal y el respeto a las garantías procesales se apeguen al prin
cipio de no discriminación47. Los Estados deben asegurar que los fines y 
efectos de las medidas que se tomen en la persecución penal de conductas 
terroristas no discriminen permitiendo que las personas se vean sometidas a 
caracterizaciones o estereotipos étnicos48.

b.  Aplicación al caso concreto

[…]

b.ii.  �Alegada utilización de estereotipos y prejuicios sociales en las sentencias penales 
internas

[…]

44.  Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, párr. 56, y 
Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 189. 
45.  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr.190. 
46.  Cfr. UN Doc. A/HRC/16/51, 21 de diciembre de 2010, Consejo de Derechos Humanos, Informe del 
Relator Especial sobre la promoción y protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha 
contra el terrorismo, Sr. Martin Scheinin, Diez esferas de mejores prácticas en la lucha contra el terrorismo, párrs. 12 
y 13. En similar sentido: Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, párrs. 44 y 57; Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 95; Caso Lori Berenson Mejía Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. 119, párr. 91, y Caso Del Penal Miguel 
Castro Castro Vs. Perú. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de agosto de 
2008. Serie C No. 181, párrs. 76 a 80.
47.  Cfr.UN Doc. A/57/18, 8 de marzo de 2001, Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, 
Declaración sobre la discriminación racial y las medidas para combatir el terrorismo, adoptada luego de los actos 
terroristas perpetrados en los Estados Unidos de América el 11 de septiembre de 2001, pág. 102. 
48.  Cfr. UN Doc. HRI/GEN/1/Rev.9 (Vol.II), Instrumentos del derecho internacional de los derechos 
humanos, Compilación de Observaciones y Recomendaciones Generales adoptadas por los órganos de 
derechos humanos, Recomendación General no. XXX del Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
(2005), párr. 10. 
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223.  Puede haber una aplicación discriminatoria de la ley penal si el juez 
o tribunal condena a una persona basándose en un razonamiento fundado 
en estereotipos negativos que asocien a un grupo étnico con el terrorismo 
para determinar alguno de los elementos de la responsabilidad penal. 
Incumbe al juez penal verificar que todos los elementos del tipo penal hayan 
sido probados por la parte acusadora, puesto que, como ha expresado esta 
Corte, la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un requisito 
indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba 
recaiga, como corresponde, en la parte acusadora y no en el acusado49. 

224.  Los estereotipos constituyen pre-concepciones de los atributos, 
conductas, papeles o características poseídas por personas que pertenecen a 
un grupo identificado50. Asimismo, la Corte ha indicado que las condiciones 
discriminatorias “basadas en estereotipos […] socialmente dominantes y 
socialmente persistentes, […] se agravan cuando los estereotipos se reflejan, 
implícita o explícitamente, en políticas y prácticas, particularmente en el 
razonamiento y el lenguaje de [las autoridades]”51. 

225.  Varios de los peritos hicieron importantes aportes a este respecto52. 
El perito Stavenhagen, propuesto por la Comisión y la FIDH, señaló 
que “[l]a aplicación discriminatoria de una norma puede derivarse del 
sustento mismo de su aplicación o de si las razones invocadas para su 
aplicación son objetivas o contienen algún elemento discriminatorio”. El 
perito Carlos del Valle Rojas, propuesto por la FIDH, hizo un análisis del 
“discurso jurídico-judicial” con el fin de determinar la eventual “existencia 
de estereotipos, prejuicios y discriminación en las sentencias penales” de 
las presuntas víctimas de este caso. Al respecto, el perito concluyó que las 
sentencias “utilizan expresiones discursivas cuya carga valorativa, moral y/o 
política, denota la aceptación y reproducción de estereotipos que incluyen 
fuertes prejuicios sociales y culturales contras las comunidades mapuche y 
elementos valorativos en pro de la parte acusadora”. El perito indicó que 
“una parte importante de la argumentación jurídica” de dichas decisiones 
judiciales se desprende de “estereotipos y prejuicios que recaen nocivamente 
sobre estas comunidades, […] sin que se desprenda de hechos probados en 
el proceso”. Además, sostuvo que “en diversos extractos de las sentencias [… 
se] usa[n] argumentos discriminatorios hacia las comunidades mapuche” 

49.  Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, párr. 182, y Caso J. Vs. Perú, párr. 233. 
50.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie C No. 205, párr. 401, y Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, 
párr. 111.
51.  Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, párr. 401.
52.  Cfr. Declaración escrita rendida el 26 de mayo de 2013 por el perito Rodolfo Stavenhagen, y declaración 
rendida el 17 de mayo de 2013 por el perito Carlos del Valle Rojas ante fedatario público (affidávit) (expediente 
declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folios 288 a 290, 296 y 696).
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y que “en diversas ocasiones se sustentan decisiones jurídicas perjudiciales 
para miembros o dirigentes mapuche en cadenas de razonamientos que se 
sustentan, a su vez, en expresiones discriminatorias, estereotipos o prejuicios 
preconcebidos, en relación al caso examinado”. El perito analizó distintos 
extractos de las sentencias internas que considera “dejan en evidencia” 
tal “asimilación de estereotipos y prejuicios y el empleo recurrente de 
razonamientos discriminatorios” por parte de los tribunales internos.

226.  Para establecer si una diferencia de trato se fundamentó en una 
categoría sospechosa y determinar si constituyó discriminación, es necesario 
analizar los argumentos expuestos por las autoridades judiciales nacionales, 
sus conductas, el lenguaje utilizado y el contexto en que se produjeron las 
decisiones judiciales53.

227.  Entre las expresiones particularmente señaladas como discrimi
natorias por la Comisión y los intervinientes comunes de los representantes 
se destacan las siguientes, que con algunas variantes aparecen en las distintas 
sentencias condenatorias:

“[…] las acciones que causaron estos delitos demuestran que la forma, métodos 
y estrategias empleadas, tenían una finalidad dolosa de causar un estado de temor 
generalizado en la zona. 

Los ilícitos antes referidos están insertos en un proceso de recuperación de tierras 
del pueblo mapuche, el que se ha llevado a efecto por vías de hecho, sin observar la 
institucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza previamente 
planificadas, concertadas y preparadas por grupos exacerbados que buscan crear 
un clima de inseguridad, inestabilidad y temor en diversos sectores de la octava y 
novena regiones. Estas acciones se pueden sintetizar en la formulación de exigencias 
desproporcionadas, hechas bajo presión por grupos beligerantes a los dueños y 
propietarios, a quienes se les advierte que sufrirán diversos tipos de atentados en caso 
de no acceder a sus requerimientos, muchas de estas amenazas se han materializado 
mediante ataques a la integridad física, en acciones de robo, hurto, incendio, daños 
y ocupaciones de tierras, que han afectado tanto a los individuos y bienes de diversas 
personas dedicadas a las actividades agrícolas y forestales de esta zona del país. 

La finalidad perseguida es provocar en la gente un justo temor de ser víctima de 
atentados similares, y con ello obligarlas para que desistan de seguir explotando sus 
propiedades y hacer que las abandonen. La sensación de inseguridad e intranquilidad 
que generan dichos atentados, ha traído como consecuencias la disminución y 
encarecimiento de la mano de obra, aumento en el costo e hipotecas, tanto en la 
contratación de maquinarias para la explotación de los predios, como para cubrir las 
pólizas que aseguren las tierras, instalaciones y plantaciones. Es cada vez más frecuente 
ver trabajadores, maquinarias, vehículos y faenas instalados en los distintos predios, 
bajo protección policial que garantice la ejecución de las labores, todo lo cual afecta 
derechos garantizados constitucionalmente.

53.  Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 95.
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Lo anterior fluye, aunque no necesariamente con los mismos caracteres, de los 
atestados contestes de Juan y Julio Sagredo Marín, Miguel [Á]ngel Sagredo Vidal, 
Mauricio Chaparro Melo, Raúl Arnoldo Forcael Silva, Juan Agustín Figueroa Elgueta, 
Juan Agustín Figueroa Yávar, Armín Enrique Stappung Schwarzlose, Jorge Pablo 
Luchsinger Villiger, Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli, Gerardo Jequier Shalhlí y 
Antonio Arnoldo Boisier Cruces, quienes expresaron haber sido víctimas directas o 
tener conocimiento de amenazas y atentados contra personas o bienes, perpetrados por 
personas pertenecientes a la etnia mapuche; testigos que expresaron de diferente forma 
la sensación de temor que dichos actos les provocaron. Se relaciona lo anterior con los 
dichos del perito José Muñoz Maulen, quien refirió haber respaldado en un compac 
disc computacional información obtenida de la pagina web denominada “sitio htp/
fortunecety.es/”, en la cual se describen diversas actividades relacionadas al movimiento 
de reivindicación de tierras que parte del pueblo perteneciente a la etnia mapuche 
desarrolla en las regiones octava y novena del país; los antecedentes contenidos en el 
informe de la Sesión de la Comisión Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento 
del Honorable Senado de la República, realizada el 1 de julio del 2002 que concluyó 
en la constatación de la falta de servicio por parte del Estado; las informaciones no 
desvirtuadas y contenidas en el cuerpo C, páginas 10 y 11 de la edición del diario El 
Mercurio del 10 de marzo de 2002 relativa a la cantidad de conflictos causados por 
grupos de mapuches en actos terroristas, publicaciones de la Tercera en Internet, [l]
a Segunda en Internet y El Mercurio electrónico, publicadas los días 26 de marzo 
de 1999, 15 de diciembre de 2001, 15 de marzo de 2002 y 15 de junio de 2002, 
respectivamente, y tres cuadros gráficos extraídas de las páginas Web de la Comisión 
Nacional de Inversión Extranjera en Chile, dividido en sectores y por regiones, de 
acuerdo a la división político administrativa del país, que permite hacer comparaciones 
de dólares efectivamente invertidos en las demás regiones y la Novena, y demuestran 
que la inversión privada en la región ha disminuido54.

* * *

[…] Respecto a la participación de ambos enjuiciados es preciso considerar lo 
siguiente:

1.-  Como antecedentes generales y de acuerdo a la prueba aportada durante el juicio 
por el Ministerio Público y los querellantes particulares, es un hecho público y notorio 
que en la zona, desde hace un tiempo a la fecha, están actuando organizaciones de hecho 
que usando como argumento reivindicaciones territoriales, realizan actos de violencia 

54.  Considerando décimo tercero de la sentencia condenatoria emitida el 27 de setiembre de2003 respecto de 
Segundo Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao. Este pasaje es casi idéntico a uno 
contenido en la anterior sentencia absolutoria, que fue anulada; y a otro pasaje contenido en el considerando 
décimo noveno de la sentencia condenatoria emitida el 22 de agosto de 2004 por el mismo tribunal respecto de 
los señores Juan Patricio y Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco 
Millacheo Licán, y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles en el proceso penal relativo al hecho de incendio 
del predio Poluco Pidenco. Cfr. sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral 
en lo Penal de Angol, considerando décimo tercero; sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal 
de Juicio Oral en lo Penal de Angol, considerando décimo, y sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por 
Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, considerando segundo, considerando décimo noveno (expediente 
de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15,16 y 18, folios 537 a 540, 569 a 571, 679 y 680).
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o incitan a ellos. Entre sus métodos de acción se emplea la realización de diversos actos 
de fuerza que se dirigen contra empresas forestales, pequeños y medianos agricultores, 
todos los cuales tienen en común ser propietarios de terrenos contiguos, aledaños o 
cercanos a comunidades indígenas que pretenden derechos históricos sobre las mismas. 
Tales acciones apuntan a la reivindicación de tierras estimadas como ancestrales, 
siendo la ocupación ilegal un medio para alcanzar el fin más ambicioso, a través de 
ellas se irán recuperando parte de los espacios territoriales ancestrales y se fortalecerá 
la identidad territorial del Pueblo Mapuche. Así se desprende del testimonio conteste 
de los ofendidos Juan y Julio Sagredo Marin, Juan Agustin Figueroa Elgueta y Juan 
Agustin Figueroa Yávar, sustentados por el atestado de Armin Stappung Schwarzlose, 
Gerardo Jequier Salí, Jorge Pablo Luchsinger Villiger, Antonio Arnaldo Boisier cruces 
y Osvaldo Moisés Carvajal Rondanelli, analizadas.

2.-  No se encuentra suficientemente acreditado que estos hechos fueron provocados 
por personas extrañas a las comunidades mapuches, debido a que obedecen al 
propósito de crear un clima de total hostigamiento a los propietarios del sector, con el 
objeto de infundirles temor y lograr así que accedan a sus demandas, y que respondan 
a una lógica relacionada con la llamada “Problemática Mapuche”, porque sus autores 
conocían las áreas reclamadas o por el hecho de que ninguna comunidad o propiedad 
mapuche ha resultado perjudicada.

3.-  Se encuentra probado que el acusado Pascual Pichún es Lonko de la Comunidad 
“Antonio Ñirripil” y Segundo Norín lo es de la Comunidad “Lorenzo Norín”, lo que 
importa jerarquía en su interior y determinada capacidad de mando y liderazgo sobre 
ellas.

4.-  Asimismo, es preciso resaltar que los imputados Pichún y Norín se encuentran 
condenados por otros delitos relativos a ocupaciones de tierras cometidos con 
anterioridad a estos hechos en contra de predios forestales, ubicados en lugares 
aledaños a las respectivas comunidades, según consta de la causa Rol No. 22.530 y 
acumuladas por la cual se condenó a Pascual Pichún a la pena de 4 años de presidio 
menor en su grado máximo y a Segundo Norín a una pena de 800 días de presidio 
menor en su grado medio, en ambos casos, a las accesorias legales y costas por el delito 
de. [sic] Además, Pichún Paillalao fue condenado a la pena de 41 días de prisión en 
su grado máximo y al pago de una multa de 10 unidades tributarias mensuales como 
autor del delito de manejo en estado de ebriedad; así consta de sus respectivos extractos 
de filiación y antecedentes y de las copias de las sentencias definitiva debidamente 
certificada e incorporadas.

5.-  Las Comunidades mapuches de Didaico y Temulemu son colindantes con el 
predio Nancahue, y

6.-  Ambos acusados pertenecerían, según lo declarado por Osvaldo Carvajal, a la 
Coordinadora Arauco Malleco C.A.M, organización de hecho – según reitero – y de 
carácter violentista55. 

* * *

55.  Considerando décimo quinto de la Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio 
Oral en lo Penal de Angol (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 513 y 514).
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Que los hechos descritos en el considerando precedente son constitutivos del delito 
terrorista contemplado en el artículo 2º No. 4 de la Ley No. 18.314, en relación con el 
artículo 1º del mismo texto legal, desde que de ellos aparece que se realizaron acciones 
tendientes a producir en parte de la población temor justificado a ser víctima de delitos, 
teniendo presente las circunstancias y la naturaleza y efectos de los medios empleados, 
como por la evidencia de que ellos obedecen a un plan premeditado de atentar contra 
bienes de terceros que se encuentran realizando labores para la construcción de la 
Central Ralco del Alto Bío Bío, todo con el objeto de arrancar resoluciones de la 
autoridad que tiendan a impedir la construcción de estas obras56. 

* * *

19º. -Que los elementos de juicios referidos en los fundamentos primero, séptimo y 
decimotercero, del fallo de primera instancia, constituyen presunciones judiciales, que 
apreciadas en conciencia, acreditan que los incendios de los camiones y retroexcavadora 
se encuentran circunscritos dentro del conflicto Pehuenche, en la Octava Región, 
Provincia de Bio Bio, comuna de Santa Bárbara, sector cordillerano denominado 
Alto Bio Bio, lo que se relaciona con la oposición a la construcción de la Central 
Hidroeléctrica Ralco, donde además, es de público conocimiento que las hermanas 
Berta y Nicolasa Quintremán Calpán son las que se oponen al proyecto de Endesa, 
porque sus terrenos serán inundados con la construcción de la Central y en los cuales 
se encuentran sus ancestros, sus orígenes, su cultura y sus tradiciones. 

En este contexto han acontecidos los hechos, como una manera de exigir a las 
autoridades resoluciones o imponer exigencias para revertir la situación existente en la 
construcción de la Central.

20º. -Que para ello, el 29 de septiembre de 2001, 03 y 17 de marzo de 2002, se 
incendiaron dos camiones y una retroexcavadora y posteriormente dos camiones, 
vehículos que trabajaban para Endesa. La primera vez actuaron varios individuos 
encapuchados, excepto uno, utilizando un arma de fuego, lesionando al conductor 
del camión con un palo. La segunda vez participaron a lo menos dos individuos, con 
rostro cubierto, premunido uno de ellos con escopeta, efectuando dos disparos al 
aire, y en la tercera oportunidad fue un grupo de personas encapuchadas, uno de los 
cuales portaba un arma de fuego, haciendo disparos al aire. En todos estos actos usaron 
combustible inflamable, como bencina u otro semejante. 

Las acciones ilícitas antes referidas se han llevado a efecto por vías de hecho, sin 
observar la institucionalidad y legalidad vigente, recurriendo a acciones de fuerza 
previamente planificadas, concertadas de acuerdo como acontecieron los hechos, lugar 
y modus operandi, con la finalidad de crear situaciones de inseguridad, inestabilidad y 
temor, infundiendo miedo para la formulación, bajo presión delictual de peticiones a 
las autoridades imponiéndole exigencias para lograr sus fines”57.

56.  Considerando décimo quinto de la Sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro 
Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción, considerando decimoquinto (expediente de anexos al 
Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios 751 y 752).
57.  Considerandos décimo noveno y vigésimo de la Sentencia emitida el 4 de junio de 2004 por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones de Concepción (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de 
CEJIL, anexo A, folios 1730 y 1731).
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228.  La Corte considera que la sola utilización de esos razonamientos 
que denotan estereotipos y prejuicios en la fundamentación de las sentencias 
configuraron una violación del principio de igualdad y no discriminación 
y el derecho a la igual protección de la ley, consagrados en el artículo 24 
de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento. 

229.  Las alegaciones de violación del derecho a un juez o tribunal 
imparcial, consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana, están 
estrechamente relacionadas con la presunción de la intención terrorista 
de “producir […] temor en la población en general” (elemento subjetivo 
del tipo), que según ya se ha declarado vulnera el principio de legalidad y 
la garantía de presunción de inocencia previstos, respectivamente, en los 
artículos 9 y 8.2 de la Convención. La alegada violación del artículo 8.1 
debe considerarse subsumida en la ya declarada violación de los artículos 9 
y 8.2. En consecuencia, la Corte considera que no es necesario pronunciarse 
a su respecto.

230.  La Corte concluye que el Estado ha vulnerado el principio de 
igualdad y no discriminación y el derecho a la igual protección de la ley, 
consagrados en el artículo 24 de la Convención Americana, en relación con 
el artículo 1.1 del mismo instrumento, en perjuicio de Segundo Aniceto 
Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán, Patricia Roxana Troncoso Robles y 
Víctor Manuel Ancalaf Llaupe.

B.  Derecho de la defensa a interrogar a los testigos (artículo 8.2.f 
de la Convención) respecto de los procesos penales contra los 
señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe

[…]

3.  Consideraciones de la Corte

241.  La Corte se ha pronunciado en anteriores oportunidades acerca 
de violaciones del derecho de la defensa de interrogar testigos en casos que 
trataban de medidas que en el marco de la jurisdicción penal militar imponían 
una absoluta restricción para contrainterrogar testigos de cargo58, otros en 
los que había no sólo “testigos sin rostro” sino también “jueces sin rostro”59, 
y en otro que se refiere a un juicio político celebrado ante el Congreso en 

58.  Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile, párrs.178 y179. 
59.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas, párrs. 153/155; Caso Lori Berenson 
Mejía Vs. Perú, párr. 184; Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 152, y Caso J. Vs. Perú, párrs. 208 a 210.
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el cual a los magistrados inculpados no se les pemitió contrainterrogar a los 
testigos en cuyos testimonios se basó su destitución60.

242.  El literal f ) del artículo 8.2 de la Convención consagra la “garantía 
mínima” del “derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes 
en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de 
otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos”, la cual materializa 
los principios de contradictorio e igualdad procesal. La Corte ha señalado 
que entre las garantías reconocidas a quienes hayan sido acusados está la de 
examinar los testigos en su contra y a su favor, bajo las mismas condiciones, 
con el objeto de ejercer su defensa61. La reserva de identidad del testigo 
limita el ejercicio de este derecho puesto que impide a la defensa realizar 
preguntas relacionadas con la posible enemistad, prejuicio y confiabilidad de 
la persona misma del declarante, así como otras que permitan argumentar 
que la declaración es falsa o equivocada62.

243.  El deber estatal de garantizar los derechos a la vida y la integridad, 
la libertad y la seguridad personales de quienes declaran en el proceso penal 
puede justificar la adopción de medidas de protección. En esta materia 
el ordenamiento jurídico chileno comprende tanto medidas procesales 
(como la reserva de datos de identificación o de características físicas que 
individualicen a la persona) como extraprocesales (como la protección de su 
seguridad personal). 

244.  En el presente caso la Corte limitará su análisis a determinar si 
las medidas procesales de reserva de identidad de testigos aplicadas en los 
procesos penales seguidos contra tres de las presuntas víctimas (supra párrs. 
232 a 236) conllevaron una violación del derecho de la defensa de interrogar 
los testigos. Esta medida se encuentra regulada en Chile en los términos 
descritos en el párrafo 232 y sobre la misma la Corte Suprema ha afirmado 
que

[…] tan grave decisión sólo puede adoptarse en cada caso particular y con completo 
conocimiento de las circunstancias concretas del mismo. Son medidas excepcionales 
para situaciones excepcionales y que se adoptan siempre con control absoluto de los 
intervinientes para evitar que los costos a la práctica de alguno de los derechos que 
importa la defensa en juicio sea mínima y que en ningún evento entrabe o limite el 
ejercicio del núcleo esencial de esa garantía63.

60.  Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 
2001. Serie C No. 71, párr. 83.
61.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 154, y Caso J. Vs. Perú, 
párr. 208.
62.  Cfr. TEDH, Caso Kostovski Vs. Países Bajos, No. 11454/85. Sentencia de 20 de noviembre de 1989, 
párr. 42.
63.  En su escrito de alegatos finales el Estado transcribió partes de un fallo de la Corte Suprema de 
Justicia de 22 de marzo de 2011 “recaída en recurso de nulidad de sentencia dictada por el Tribunal Oral 
en lo Penal de Cañete” (expediente de fondo, folio 2140 a 2142).
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245.  La Corte pasará a analizar si en los procesos concretos de las referidas 
tres presuntas víctimas de este caso las medidas de reserva de identidad 
de testigos se adoptaron sujetas a control judicial64, fundándose en los 
principios de necesidad y proporcionalidad, tomando en cuenta que se trata 
de una medida excepcional y verificando la existencia de una situación de 
riesgo para el testigo65. Al efectuar tal evaluación la Corte tendrá en cuenta 
la incidencia que tuvo la medida en el derecho a la defensa del acusado.

246.  Para pronunciarse en el presente caso, la Corte también tomará en 
cuenta si en los casos concretos el Estado aseguró que la afectación al derecho 
de defensa de los imputados que se derivó de la utilización de la medida de 
reserva de identidad de testigos estuvo suficientemente contrarrestada por 
medidas de contrapeso, tales como las siguientes66: a) la autoridad judicial 
debe conocer la identidad del testigo y tener la posibilidad de observar su 
comportamiento durante el interrogatorio con el objeto de que pueda formar 
su propia impresión sobre la confiabilidad del testigo y de su declaración67, 
y b) debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de interrogar 
directamente al testigo en alguna de las etapas del proceso, sobre cuestiones 
que no estén relacionadas con su identidad o paradero actual; lo anterior 
con el objeto de que la defensa pueda apreciar el comportamiento del testigo 
bajo interrogatorio, de modo que pueda desacreditarlo o, por lo menos, 
plantear dudas sobre la confiabilidad de su declaración68. 

247.  Incluso cuando se hayan adoptado medidas de contrapeso que 
parecen suficientes, la condena no puede estar fundada únicamente o 
en grado decisivo en declaraciones realizadas por testigos de identidad 
reservada69. De lo contrario, se podría llegar a condenar al imputado 
utilizando desproporcionadamente un medio probatorio que fue obtenido 
en detrimento de su derecho de defensa. Por tratarse de prueba obtenida 

64.  Mutatis mutandis, TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos, No. 20524/92. Sentencia de 26 de marzo de 
1996, párrs. 70 y 71; Caso Visser Vs. Países Bajos, No. 26668/95. Sentencia de 14 de febrero de 2002, párrs. 47 
y 48; Caso Birutis y otros Vs. Lituania, Nos. 47698/99 y 48115/99. Sentencia de 28 de junio de 2002, párr. 30, 
y Caso Krasniki Vs. República Checa, No. 51277/99. Sentencia de 28 de mayo de 2006, párrs. 79 a 83.
65.  Cfr. TEDH, Caso Krasniki vs. República Checa, párr. 83, y Caso Al-Khawaja y Tahery vs. Reino Unido, 
Nos.  6766/05 y 22228/06. Sentencia de 15 de diciembre de 2011, párrs. 124 y 125.
66.  Cfr. TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos, párr. 72; Caso Van Mechelen y otros Vs. Países Bajos, 
Nos. 21363/93, 21364/93, 21427/93 y 22056/93. Sentencia de 23 de abril de 1997, párrs. 53 y 54, y Caso 
Jasper Vs. Reino Unido, No. 27052/95. Sentencia de 16 de febrero de 2000, párr. 52.
67.  Cfr. TEDH, Caso Kostovski Vs. Países Bajos, párr. 43; Caso Windisch Vs. Austria, No. 12489/86. Sentencia 
de 27 de septiembre de 1990, párr. 29, y Caso Doorson Vs. Países Bajos, párr. 73. 
68.  Cfr. TPIY, Prosecutor vs. Dusko Tadic a/k/a “Dule”, Decision on the Prosecutor’s Motion Requesting 
Protective Measures for Victims and Witnesses, 10 de agosto de 1995, párrs. 67 y 72; TEDH, Caso Kostovski 
Vs. Países Bajos, párr. 42; Caso Windisch Vs. Austria, párr. 28; Caso Doorson Vs. Países Bajos,, párr. 73; Caso Van 
Mechelen y otros Vs. Países Bajos, párrs. 59 y 60. 
69.  Cfr. TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos, párr. 76, y Caso Van Mechelen y otros Vs. Países Bajos, párrs. 53 
a 55.
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en condiciones en las que los derechos del inculpado han sido limitados, 
las declaraciones de testigos con reserva de identidad deben tratarse con 
extrema precaución70, ser valoradas en conjunto con el acervo probatorio, 
las observaciones u objeciones de la defensa y las reglas de la sana crítica71. 
La determinación de si este tipo de pruebas ha tenido un peso decisivo en 
el fallo condenatorio dependerá de la existencia de otro tipo de pruebas que 
corrobore aquellas de tal forma que, a mayor prueba corroborativa, menor 
será el grado decisivo que el fallador otorga al testimonio de identidad 
reservada72. 

a.  Proceso penal contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao

[…]
249.  El control judicial de la reserva de identidad de testigos fue 

insuficiente. La resolución judicial que la dispuso no contiene una motivación 
explícita, y se limitó a hacer lugar a una solicitud del Ministerio Público 
que sólo se refería a la “naturaleza”, las “características”, “circunstancias” 
y “gravedad” del caso, sin especificar cuáles eran los criterios objetivos, la 
motivación y las pruebas verificables que, en el caso concreto, justificaran 
el alegado riesgo para los testigos y sus familias. La Corte entiende que 
dicha resolución no constituyó un efectivo control judicial porque no 
brindó criterios que razonablemente justificaran la necesidad de la medida 
fundándose en una situación de riesgo para los testigos.

250.  Las medidas de contrapeso implementadas fueron adecuadas para 
salvaguardar el derecho de la defensa a interrogar testigos. La defensa tuvo 
acceso a las declaraciones rendidas por esos testigos en la etapa de investigación, 
de manera que pudieran ser controvertidas y, en cuanto hubo “testigos 
de cargo de cuyos testimonios no había constancia en la investigación[, 
ello] motivó una decisión incidental dividida de los sentenciadores, con 
la prevención de que sus dichos serían considerados en la medida que no 
afectaran el debido proceso y que se apreciarían con libertad”73. La solicitud 
del Ministerio Público acompañó un sobre sellado con constancia de la 
identidad de los testigos objeto de la medida de reserva74, las declaraciones 

70.  Cfr. TEDH, Caso Doorson Vs. Países Bajos, párr. 76, y Caso Visser Vs. Países Bajos, párr. 44.
71.  Mutatis mutandis, Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 146, y Caso Masacre de Santo 
Domingo Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. 
Serie C No. 259, párr. 44. 
72.  Cfr. TEDH, Caso Al-Khawaja y Tahery Vs. Reino Unido, párr. 131. 
73.  Cfr. Sentencia emitida el 14 de abril de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, 
considerando décimo tercero (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 16, folios 556 a 574).
74.  Cfr. Solicitud del Ministerio Público, Fiscalía Local de Traiguén, de 2 de septiembre de 2002 dirigida 
al Juez de Garantía de Traiguén (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, apéndice 1, folios 4422 
a 4424).
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de los mismos fueron rendidas en la audiencia ante el Tribunal de Juicio Oral 
con la consecuente inmediación en la recepción de la prueba, los abogados 
defensores tuvieron la oportunidad de interrogarlos en la audiencia y de 
conocer su identidad, con la limitación de no informársela a los imputados.

251.  En lo tocante al punto de vital importancia de si las condenas 
estuvieron fundadas únicamente o en grado decisivo en dichas declaraciones, 
hay diferencias entre cada uno de los condenados:

a)  con respecto a la condena del señor Norín Catrimán, no se utilizó 
la declaración de testigos de identidad reservada para fundamentar la 
declaratoria de responsabilidad como autor del delito de amenaza de incendio 
terrorista en perjuicio de los propietarios del predio San Gregorio. Si bien 
la reserva de identidad del testigo se efectúo en la etapa de investigación en 
ausencia de un efectivo control judicial, en el presente caso ello no conlleva 
una violación de la garantía prevista en el artículo 8.2.f de la Convención, 
debido a que la declaración de ese testigo no fue utilizada de forma decisiva 
y, en la etapa de juicio, fueron garantizadas determinadas medidas de 
contrapeso para que su defensa pudiera interrogar al testigo reservado y 
controvertir su declaración.

b)  En cambio, la condena penal del señor Pichún Paillalao como autor 
del delito de amenaza de incendio terrorista en perjuicio del administrador 
y dueños del Fundo Nancahue estuvo fundada en grado decisivo en la 
declaración de un testigo de identidad reservada (el “testigo protegido 
No.  1”), pues si bien se hace referencia a otros medios de prueba, éstos 
por sí solos no hubiesen bastado para llegar a la condena, ya que las otras 
tres personas que rindieron testimonio solo tenían un conocimiento 
indirecto. La sentencia hizo además referencia a una carta sobre supuestas 
amenazas firmada por el señor Pichún, pero sin fecha, y a un cheque 
firmado por el administrador del Fundo Nancahue a la orden del acusado75. 

75.  En el considerando décimo sexto de la sentencia emitida el 27 septiembre de 2003, el Tribunal de Jucio 
Oral en lo Penal de Angol se indicó que “inculpan al acusado Pascual Pichún, por su responsabilidad de autor 
en el delito de amenazas a los dueños y administrador del Fundo Nancahue los siguientes antecedentes: […] 
[c]arta firmada por Pascual Pichún Paillalao, en su calidad de Presidente de la Comunidad Antonio Ñirripil, 
sin fecha de expedición, dirigida a don Juan Agustín y señora Aída Figueroa Yávar, por la cual solicita que se le 
conceda la oportunidad de ralear el fundo de pino de su dominio, de pastar sus animales en los espacios vacíos 
del mismo, en el caso de carecer de bosques por ralear, solicitan permitirles explotar cien hectáreas del bosque 
grande. Agregan que algunas empresas han accedido a ese beneficio, y algunas que se han negado, han tenido 
perjuicios que ha causado alarma en el sector de Lumaco, amplicamente conocido y que por motivo alguno 
desean que se produzca entre nosotros[, y c]opia del cheque No..1182177 de la cuenta No. 62300040301 de 
don Juan A. Figueroa Yávar, firmado por Juan A. Figueroa Elgueta a la orden de Pascual Pichún por la suma 
de $130.000 y girado el 26 de febrero de 2001”. El otro lugar de esta sentencia en donde se hace referencia 
a la carta y al cheque es en el considerando octavo C) relativo a la prueba rendida respecto de las “amenazas 
de incendio terrorista contra los dueños y administradores del Fundo Nancahue”. En el considerando octavo 
al referirse a “[l]a prueba documental […] incorpora[da]”, indica lo mismo que en el considerando décimo 
sexto. Respecto del referido cheque, no consta que el tribunal hubiere realizado un análisis sobre la relación de 
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También mencionó una declaración testimonial en la que se señaló que la 
Coordinadora Arauco Malleco es una organización de hecho, de carácter 
terrorista y que Pichún pertenecía a ella, sin un análisis de su incidencia en 
la configuración del tipo penal76. 

252.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que para determinar la 
condena se otorgó valor decisivo a la declaración de un testigo de identidad 
reservada, lo que constituye una violación del derecho de la defensa a 
interrogar testigos, consagrado en el artículo 8.2.f de la Convención, en 
relación con el artículo 1.1 de la misma, en perjuicio del señor Pascual 
Huentequeo Pichún Paillalao.

b.  Proceso penal contra el señor Ancalaf Llaupe

[…]
256.  De esta forma, la defensa del señor Víctor Ancalaf Llaupe solo pudo 

conocer indirecta y parcialmente el contenido de las declaraciones de los 
testigos de identidad reservada por las referencias que el fallo condenatorio 
de 30 de diciembre de 2003 hizo de las mismas. En esa síntesis no se 
transcribieron íntegramente declaraciones, sino únicamente las partes que 
sirvieron de fundamento probatorio para emitir la condena contra el señor 
Víctor Manuel Ancalaf Llaupe por la comisión de un delito de carácter 
terrorista77.

257.  Respecto al derecho de la defensa del señor Ancalaf Llaupe de 
obtener la comparecencia de testigos propuestos, el 10 de diciembre de 2002 
la defensa solicitó, “con el objeto de aclarar la situación del procesado”, que 
se ordenara la declaración de siete testigos. El Ministro Instructor denegó ese 
mismo día la solicitud, sin fundamentar su decisión, indicando solamente 
que “[n]o ha lugar por ahora”78. Asimismo, el 7 de julio de 2003 la defensa 
solicitó que, “[c]on el objeto de equiparar en lo mínimo la situación 
probatoria de[l señor Ancalaf Llaupe,] se orden[ara] cit[ar] a declarar a [dos] 
testigos” a los cuales identificó, para ser interrogados sobre si habían visto 
directa y personalmente o si les constaba por algún medio directo y personal 
que el señor Ancalaf Llaupe había quemado los camiones en el Alto Bío 

ese documento con el análisis jurídico de la configuración de las supuestas amenazas cometidas por el señor 
Pichún Paillalao. Cfr. Sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal 
de Angol, considerando octavo y décimo sexto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, 
folios 509 a 554).
76.  Cfr. sentencia emitida el 27 de septiembre de 2003 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol, 
considerando décimo sexto (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 15, folios 509 a 554).
77.  Cfr. sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de 
Concepción (expediente de anexos al Informe de Fondo 176/10, anexo 20, folios 718 a 759).
78.  Cfr. expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe 
(expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, tomo III, folios 1146 a 1148).
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Bío. Al día siguiente el Ministro Instructor ordenó que se citaran dichos 
testigos79, pero el 28 de julio de 2003 el Capitán de Carabineros de Sipolcar 
Concepción informó al Ministro Instructor que una de las testigos había 
sido citada para que compareciera a declarar y la otra no pudo ser citada 
personalmente porque “se negó a firmar la citación, manifestando que no 
c[ontaba] con dinero para viajar a la ciudad de Concepción”80. Del acervo 
probatorio no se desprende que dichas diligencias declaratorias se hayan 
llevado a cabo y advierte, asimismo, que el Estado no rindió explicación al 
respecto ni hizo referencia a pruebas concretas sobre ese punto.

258.  En el presente caso la presunta víctima no tuvo a su alcance 
ningún medio que le posibilitara probar este hecho. Su alegación es de 
carácter negativo en cuanto señala la inexistencia de un hecho. La Corte ha 
establecido en otras oportunidades que “en los procesos sobre violaciones 
de derechos humanos, la defensa del Estado no puede descansar sobre la 
imposibilidad del demandante de allegar pruebas que, en muchos casos, 
no pueden obtenerse sin la cooperación del Estado”81. Por consiguiente, la 
carga de la prueba incumbía al Estado, y éste no ha probado que se hubieran 
llevado a cabo las referidas diligencias, que habrían permitido a la defensa 
obtener la comparecencia de testigos propuestos.

259.  Las pruebas por las que se concluyó de forma “suficiente” sobre 
la participación del señor Ancalaf Llaupe en los hechos por los que fue 
condenado son cuatro declaraciones testimoniales, tres de las cuales fueron 
rendidas por testigos con reserva de identidad, a las que no tuvo acceso su 
defensa82. Ello significa que se asignó a las declaraciones de testigos con 
identidad reservada un peso decisivo que es inadmisible en virtud de los 
argumentos oportunamente expuestos. 

260.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que Chile violó el 
derecho de la defensa d interrogar testigos y de obtener la comparecencia de 
testigos que pudieran arrojar luz sobre los hechos, protegido en el artículo 
8.2.f de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio del señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe. 

79.  Cfr. Expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe 
(expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, tomo IV, folios 1507 a 1520). 
80.  Cfr. Expediente judicial del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe 
(expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, anexo A, tomo IV, folio 1526). 
81.  Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 135, y Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. 
Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007. Serie 
C No. 170, párr. 73.
82.  Cfr. Sentencia emitida el 4 de junio de 2004 por la Sala Tercera de la Corte de Apelaciones de Concepción, 
considerandos primero, décimo sexto y décimo séptimo (expediente de anexos al escrito de solicitudes y 
argumentos de CEJIL, anexo A, folios 1723 a 1733), y sentencia emitida el 30 de diciembre de 2003 por el 
Ministro Instructor de la Corte de Apelaciones de Concepción, considerando décimo séptimo (expediente de 
anexos al Informe de Fondo, anexo 20, folios 753 y 754).
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[…]

C.  Derecho de recurrir del fallo penal condenatorio ante juez o 
tribunal superior (artículo 8.2.h de la Convención), en relación 
con las obligaciones de los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado, 
respecto de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, 
Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Juan Patricio Marileo 
Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio 
Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la 
señora Patricia Roxana Troncoso Robles

262.  Sólo se han alegado violaciones del derecho de recurrir del fallo 
ante juez o tribunal superior en relación con los dos procesos en que se aplicó 
el nuevo Código Procesal Penal, en el cual el medio de impugnación de la 
sentencia penal es el recurso de nulidad. Ni la Comisión ni los representantes 
alegaron violación alguna del artículo 8.2.h de la Convención respecto del 
señor Ancalaf Llaupe, en cuyo proceso se aplicó el Código de Procedimiento 
Penal de 1906 en el que se preveía el recurso de apelación, así como la 
posibilidad de interponer un recurso de casación.

[…]

2.  Consideraciones de la Corte

[…]
269.  El alcance y el contenido del derecho de recurrir del fallo han 

sido precisados en numerosos casos resueltos por esta Corte83. En general, 
ha determinado que es una garantía primordial que se debe respetar en 
el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia 
adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal distinto y de superior 
jerarquía orgánica84. Toda persona sometida a una investigación y proceso 
penal debe ser protegida en las distintas etapas del proceso, que abarca la 
investigación, acusación, juzgamiento y condena85.

270.  En particular, considerando que la Convención Americana debe ser 
interpretada teniendo en cuenta su objeto y fin86, que es la eficaz protección 

83.  Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 161; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa 
Rica, párrs. 157 a 168; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 206, párrs. 88 a 91; Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 179; Caso Mohamed 
Vs. Argentina, párrs. 88 a 117; Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, párrs. 241 a 261, y Caso Liakat Ali Alibux 
Vs. Suriname, párrs. 83 a 111.
84.  Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 158, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 84.
85.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 91, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 47.
86.  De acuerdo con el artículo 31.1 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, “[u]n tratado 
deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a los términos del tratado 
en el contexto de estos y teniendo en cuenta su objeto y fin”.
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de los derechos humanos, la Corte ha determinado que debe ser un recurso 
ordinario, accesible y eficaz, que permita un examen o revisión integral 
del fallo recurrido, esté al alcance de toda persona condenada y respete las 
garantías procesales mínimas:

a)  Recurso ordinario: el derecho de interponer un recurso contra el fallo 
debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 
juzgada, pues busca proteger el derecho de defensa evitando que quede firme 
una decisión adoptada en un procedimiento viciado y que contenga errores 
que ocasionarán un perjuicio indebido a los intereses de una persona87.

b)  Recurso accesible: su presentación no debe requerir mayores comple-
jidades que tornen ilusorio este derecho88. Las formalidades requeridas para 
su admisión deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que 
el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados 
por el recurrente89.

c)  Recurso eficaz: no basta con la existencia formal del recurso, sino que 
éste debe permitir que se obtengan resultados o respuestas al fin para el 
cual fue concebido90. Independientemente del régimen o sistema recursivo 
que adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio 
de impugnación de la sentencia condenatoria, debe constituir un medio 
adecuado para procurar la corrección de una condena errónea91. Este 
requisito está íntimamente vinculado con el siguiente:

d)  Recurso que permita un examen o revisión integral del fallo recurrido: 
debe asegurar la posibilidad de un examen integral de la decisión recurrida92. 
Por lo tanto, debe permitir que se analicen las cuestiones fácticas, probatorias 
y jurídicas en que se basa la sentencia impugnada, puesto que en la actividad 
jurisdiccional existe una interdependencia entre las determinaciones fácticas 
y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de 
los hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. Conse
cuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar un 
control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria93. 
De tal modo se podrá obtener la doble conformidad judicial, pues la revisión 
íntegra del fallo condenatorio permite confirmar el fundamento y otorga 
mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, al paso que brinda 
mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado94. 

87.  Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 158, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 85.
88.  Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 164, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 55. 
89.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 99, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 86.
90.  Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 161, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 52.
91.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 100, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 86.
92.  Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 165, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 56.
93.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 100, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 86.
94.  Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 89, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 49.
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e)  Recurso al alcance de toda persona condenada: el derecho a recurrir 
del fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél 
que es condenado, ya que la condena es la manifestación del ejercicio del 
poder punitivo del Estado. Debe ser garantizado inclusive frente a quien es 
condenado mediante una sentencia que revoca una decisión absolutoria95.

f )  Recurso que respete las garantías procesales mínimas: los regímenes 
recursivos deben respetar las garantías procesales mínimas que, con arreglo 
al artículo 8 de la Convención, resulten pertinentes y necesarias para resolver 
los agravios planteados por el recurrente, sin que ello implique la necesidad 
de realizar un nuevo juicio oral96.

b.  �El sistema recursivo en el Código Procesal Penal de Chile (Ley No. 19.696 
de 2000)

271.  El Código Procesal Penal también introdujo variantes sustanciales 
en el régimen recursivo adoptado. Determinó la “inapelab[ilidad] de las 
resoluciones dictadas por un tribunal de juicio oral en lo penal” (artículo 
364) y estableció el recurso de nulidad como único medio de impugnación 
(“para invalidar”) del juicio oral y la sentencia definitiva (artículo 372). 

[…]
273.  En resumen, el régimen recursivo del Código Procesal Penal es el 

siguiente: 
a)  hay una distinción entre las “causales del recurso” de nulidad en 

general (artículo 373) y los “motivos absolutos de nulidad” (artículo 374). En 
el segundo caso serán siempre anulados el juicio y la sentencia. En las demás 
situaciones, aunque se prevé en general que “[p]rocederá la declaración de 
nulidad del juicio oral y de la sentencia”, el artículo 385 habilita a la Corte 
para “invalidar sólo la sentencia”.

b)  Si se invalidan tanto el juicio oral como la sentencia es aplicable 
el artículo 386 y se remitirá el asunto al tribunal oral no inhabilitado 
correspondiente para que realice un nuevo juicio oral.

c)  Si se invalida solamente la sentencia y se cumplen las condiciones del 
artículo 385, el tribunal superior debe dictar sentencia de remplazo.

d)  La sentencia en que se declare la nulidad deberá (artículo 384 párr. 2°) 
“exponer los fundamentos que sirvieren de base a su decisión; pronunciarse 
sobre las cuestiones controvertidas, salvo que acogiere el recurso, en cuyo 
caso podrá limitarse a la causal o causales que le hubieren sido suficientes, 
y declarar si es nulo o no el juicio oral y la sentencia definitiva reclamados, 
o si solamente es una dicha sentencia, en los casos que se indican” en el 
artículo 385.

95.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 92, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 84.
96.  Cfr. Caso Mohamed Vs. Argentina, párr. 101, y Caso Liakat Ali Alibux Vs. Suriname, párr. 87. 
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e)  La sentencia de reemplazo “reproducirá las consideraciones de hecho, 
los fundamentos de derecho y las decisiones de la resolución anulada, que 
no se refieran a los puntos que hubieren sido objeto del recurso o que fueren 
incompatibles con la resolución recaída en él, tal como se hubieren dado por 
establecidos en el fallo recurrido” (artículo 385 párr. 2°).

c.  Análisis de las sentencias desestimatorias de los recursos de nulidad 
interpuestos por las presuntas víctimas a la luz del artículo 8.2.h de la 
Convención

274.  Corresponde ahora analizar si el sistema recursivo del Código 
Procesal Penal, tal como fue aplicado en el presente caso, se ajusta a las 
exigencias del artículo 8.2.h de la Convención. Para ello no es necesario 
pronunciarse sobre cada uno de los aspectos impugnados en los recursos de 
nulidad, sino evaluar si el examen efectuado por los tribunales superiores 
que resolvieron los recursos fue compatible con la exigencia de eficacia del 
recurso que requiere la Convención Americana. Tampoco corresponde 
pronunciarse sobre otros aspectos en los que el examen en abstracto de 
las normas vigentes en Chile sobre recursos en el proceso penal pudiera 
revelar alguna colisión con las garantías procesales mínimas establecidas en 
la Convención Americana.

c.i.  �Proceso penal contra los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao (sentencia 
desestimatoria de los recursos de nulidad emitida por la Sala Segunda de la 
Corte Suprema de Justicia el 15 de diciembre de 2003)

275.  Los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao interpusieron in
dependientemente recursos de nulidad contra la sentencia parcialmente 
condenatoria del Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol de 27 de 
septiembre de 2003, solicitando la anulación del juicio con respecto a los 
delitos por los cuales fueron condenados y la realización de un nuevo juicio. 
Subsidiariamente, solicitaron que se anulara la sentencia y se emitiera una 
sentencia de reemplazo en la cual se absolviera a los condenados; que se 
declarara que los delitos no tenían carácter terrorista, y que se modificara 
la pena.

276.  El 15 de diciembre de 2003 la Sala Segunda de la Corte Suprema 
de Justicia emitió sentencia, en la cual desestimó todos los agravios expuestos 
por los recurrentes y mantuvo la sentencia parcialmente condenatoria 
respecto de los señores Pichún Paillalao y Norín Catrimán. 

277.  En la sentencia desestimatoria de los recursos la Sala Segunda hizo 
una síntesis de los agravios de los recurrentes Norín Catrimán y Pichún 
Paillalao, e indicó que “ambos reprochan básicamente los siguientes aspectos: 
a) vulneración a garantías constitucionales y Tratados Internacionales, 
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b) ciertos defectos formales que creen ver en la sentencia, c) disienten en que 
los hechos que se dan por probados constituyen delitos de amenazas, y d) que 
estas amenazas no tienen el carácter de terroristas”. Concluyó que ninguno 
de ellos estaba fundado, por lo cual no podían prosperar. Añadió que “que 
la prueba rendida en la vista de los recursos no ha tenido la significación 
procesal que altere lo decidido”. En consecuencia, rechazó los recursos y 
declaró que la sentencia recurrida “no es nula”.

278.  En ninguna parte de la sentencia de la Sala Segunda consta que 
se haya hecho un examen de los hechos del caso ni de las consideraciones 
jurídicas sobre tipicidad para verificar que las afirmaciones en que se 
había basado la sentencia recurrida hubiesen estado basadas en pruebas 
convincentes y en un análisis jurídico adecuado. Simplemente pretendió 
hacer un análisis de coherencia interna de la sentencia, indicando que:

[…] las declaraciones ya analizadas emanan de personal vinculado directamente con 
los hechos o que adquirieron un conocimiento por diversos motivos, testimonios que 
resultan coherentes con las pericias y evidencias documentales incorporadas durante 
la audiencia que constituyen antecedentes que en su conjunto y libremente apreciados 
conducen al convencimiento de tener por acreditados, más allá de toda duda razonable, 
los hechos materia de la acusación fiscal y particular. […]

Asimismo dijo que:

[…] el estándar de convicción más allá de toda duda razonable es propio del derecho 
anglosajón y no del europeo continental, por lo que resulta una novedad para el 
ordenamiento jurídico chileno. Sin embargo, es un concepto útil, toda vez que está 
suficientemente decantado y elimina las discusiones relativas al grado de convicción 
que se requiere, dejando en evidencia que no se trata de una convicción absoluta, sino 
de aquella que excluya las dudas más importantes. En razón de lo anterior se reemplazó 
la frase la suficiente convicción por la oración más allá de toda duda razonable. (E. 
Pfeffer U. Código Procesal Penal, Anotado y Concordado, Editorial Jurídica de Chile, 
2001, pág. 340). […]

Sobre esas bases, concluyó que:

[…] no se observa que la sentencia impugnada por los recursos no cumpla con los 
requisitos de la letra c) y d) del artículo 342 del Código Procesal Penal, toda vez que se 
aprecia una exposición clara, lógica y completa de los hechos, y las razones que sirven 
para calificar jurídicamente cada uno de los hechos, más allá de toda duda razonable. 
[…]

279.  Es posible constar que, después de hacer una referencia descriptiva 
a los hechos que el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal dio por probados, 
al juicio de tipicidad respecto de los mismos y citar partes del análisis 
probatorio del referido tribunal, la referida Sala se limitó a concluir las tres 
líneas indicadas en el párrafo 278. La Corte ha constatado que la decisión 
de la Sala Segunda no realizó un análisis de fondo para concluir que la 
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sentencia condenatoria cumplía con las exigencias legales para dar probados 
los hechos ni sobre las razones de derecho que sustentaron la calificación 
jurídica de los mismos. La simple descripción de los argumentos ofrecidos 
por el tribunal inferior, sin que el tribunal superior que resuelve el recurso 
exponga un razonamiento propio que soporte lógicamente la parte resolutiva 
de su decisión, implica que éste no cumple con el requisito de eficacia del 
recurso protegido por el artículo 8.2.h de la Convención que asegura que 
sean resueltos los agravios o inconformidades expuestas por los recurrentes, 
esto es, que se tenga acceso efectivo al doble conforme. Tales falencias tornan 
ilusoria la garantía protegida por el artículo 8.2.h de la Convención en 
perjuicio del derecho a la defensa de quien ha sido condenado penalmente. 

280.  De lo expuesto se infiere claramente que la sentencia de la Sala 
Segunda no realizó un examen integral de la decisión recurrida, ya que no 
analizó todas las cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas impugnadas en 
que se basaba la sentencia condenatoria de los señores Norín Catrimán y 
Pichún Paillalao. Ello indica que no tuvo en cuenta la interdependencia 
que existe entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de 
forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada o 
indebida aplicación del derecho. En consecuencia, el recurso de nulidad de 
que dispusieron los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao no se ajustó 
a los requisitos básicos necesarios para cumplir con el artículo 8.2.h de la 
Convención Americana, de modo que se violó su derecho a recurrir del fallo 
condenatorio.

c.ii.  �Proceso penal contra los señores Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan 
Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán y Juan Ciriaco 
Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles (sentencia 
desestimatoria de los recursos de nulidad emitida por la Corte de Apelaciones 
de Temuco el 13 de octubre de 2004)

281.  Las cinco personas condenadas por el delito de incendio terrorista 
interpusieron independientemente recursos de nulidad. Los cinco recursos 
fueron desestimados conjuntamente por la Corte de Apelaciones de Temuco 
en sentencia de 13 de octubre de 2004.

282.  Los recurrentes presentaron argumentos referidos tanto a la in
debida apreciación de la prueba como a la errónea aplicación del derecho. 
Concretamente, sostuvieron que varios testimonios ofrecidos por la acusa
ción no fueron valorados, o no lo fueron de manera independiente, y 
que determinadas pruebas propuestas por la defensa fueron desestimadas 
indebidamente. También alegaron que el elemento subjetivo del tipo penal 
terrorista no se acreditó y que se vulneró el principio de culpabilidad puesto 
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que la calificación terrorista de los hechos fue concluida a partir de hechos 
ejecutados por terceros97.

[…]
287.  No corresponde a la Corte Interamericana analizar si una sentencia 

de un tribunal interno interpretó y aplicó correcta o incorrectamente la 
normativa interna, sino sólo determinar si con ello violó o no violó una 
disposición de la Convención Americana. De lo expuesto surge con total 
claridad que la Corte de Apelaciones de Temuco no realizó un examen 
integral de la decisión recurrida, ya que no analizó todas las cuestiones 
fácticas, probatorias y jurídicas impugnadas en que se basaba la sentencia 
condenatoria. Ello indica que no tuvo en cuenta la interdependencia que 
existe entre las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de 
forma tal que una errónea determinación de los hechos implica una errada 
o indebida aplicación del derecho. 

288.  Adicionalmente, este Tribunal nota que el fallo denegatorio de 
nulidad realizó una interpretación del Código Procesal Penal que permitió 
que medios probatorios que los recurrentes consideraban como relevantes 
para sostener su defensa no fueran valorados sino apenas señalados los 
motivos para ser “desestimados”. Al respecto es preciso destacar que al 
resolver las inconformidades expuestas por el recurrente, el juez o tribunal 
superior que conoce del recurso a que tiene derecho un condenado bajo el 
artículo 8.2.h de la Convención Americana debe asegurar que el fallo de 
condena proporcione una fundamentación clara, completa y lógica en la 
cual, además de realizar una descripción del contenido de los medios de 
prueba, exponga su apreciación de los mismos y se indiquen las razones por 
las cuales los mismos le resultaron, o no, confiables e idóneos para acreditar 
los elementos de la responsabilidad penal y, por lo tanto, desvirtuar la 
presunción de inocencia.

289.  También es posible constatar que con respecto al argumento 
de la defensa sobre la indebida valoración de prueba (alegaba que una 
pluralidad de testimonios no fueron valorados de manera individual, 
de manera que las conclusiones derivadas de los mismos no tuvieron en 
cuenta las particularidades de cada una de esas declaraciones y las supuestas 
contradicciones entre unas y otras), la Corte de Apelaciones manifestó que 
“comparte lo señalado por el Ministerio Público, en cuanto a que la [ley 

97.  Cfr. Recursos de nulidad interpuestos por Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Roxana Troncoso Robles contra 
la sentencia emitida el 22 de agosto de 2004 por el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Angol (expediente 
de prueba para mejor resolver presentada por el Estado, folios 208 a 321 y 1166 a 1199), y Sentencia emitida 
el 13 de octubre de 2004 por la Corte de Apelaciones de Temuco (expediente de anexos al Informe de Fondo 
176/10, anexo 19, folios 688 a 716).
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obliga al análisis de toda prueba, pero no al análisis particular de cada una 
de ella[s], siendo por ello correcto el criterio del tribunal de plantear el 
testimonio en aquellos aspectos en los cuales los mismos están contestes”. 
Con tal proceder el tribunal superior no resolvió el agravio o inconformidad 
de naturaleza probatoria planteada por los recurrentes, que no sólo estaba 
referida al alegado deber de valoración individual de esos medios de prueba 
sino, también, a objeciones y observaciones concretas sobre el contenido de 
determinadas pruebas y las conclusiones derivadas por el tribunal inferior 
de esos medios probatorios. En ese sentido, este Tribunal subraya que el 
tribunal superior que resuelve el recurso debe controlar, en virtud del recurso 
contra el fallo condenatorio y para no hacer ilusorio el derecho a ser oído 
en condiciones de igualdad, que el tribunal inferior cumpla con su deber 
de exponer una valoración que tenga en cuenta tanto la prueba de cargo 
como de descargo. Aún si el tribunal inferior optara por valorar la prueba 
de manera conjunta, tiene el deber de exponer claramente en qué puntos 
existen coincidencias y en cuáles contradicciones en la misma, así como 
ocuparse de las objeciones que la defensa hiciere sobre puntos o aspectos 
concretos de esos medios de prueba. Esos aspectos planteados por la defensa 
en el recurso contra la condena no fueron suficientemente resueltos por 
parte del tribunal superior en el presente caso. 

290.  En consecuencia, el recurso de nulidad del que dispusieron 
los señores Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo y Juan 
Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles no se 
ajustó a los requisitos básicos necesarios para cumplir con el artículo 8.2.h 
de la Convención Americana, de modo que se violó su derecho a recurrir 
del fallo condenatorio.

291.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que el Estado violó el 
derecho de recurrir del fallo, consagrado en el artículo 8.2.h de la Convención 
Americana, en relación con el artículo 1.1 de ese tratado, en perjuicio de 
los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún 
Paillalao, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, 
José Benicio Huenchunao Mariñán y Juan Ciriaco Millacheo Licán y la 
señora Patricia Roxana Troncoso Robles.

3.  Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 

292.  El Tribunal observa que la controversia respecto del diseño 
normativo del recurso de nulidad está circunscrita a la amplitud de las 
causales del mismo establecidas en el Código Procesal Penal. Chile mantuvo 
que la causal del artículo 374.e) del referido código permite el examen de 
aspectos fácticos por medio de la revisión del juicio probatorio realizado 
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por el a quo, sin que ello implique la posibilidad de fijar nuevamente los 
hechos por parte del ad quem, y en su escrito de alegatos finales sostuvo, 
adicionalmente, que la causal del artículo 373.b) tiene por objeto asegurar 
la correcta aplicación del derecho y permite “la revisión de aspectos fácticos, 
por ejemplo cuando el tribunal examina los hechos ya acreditados y les da 
una calificación jurídica distinta”. Por su parte, los representantes entienden 
que la causal del artículo 374.e) de ese código, tal como está establecida, 
no permite la revisión de “hechos[ o] supuesto fáctico de los fallos” y está 
limitado a “aspectos de derecho”. La Comisión no ofreció argumentos 
específicos sobre la compatibilidad de las causales del recurso de nulidad 
con el derecho a recurrir del fallo. 

293.  Respecto del argumento estatal sobre el artículo 373.b) del Código 
Procesal Penal, la Corte observa que bajo la referida causal de nulidad se 
puede controvertir la sentencia por “errónea aplicación del derecho”. 
La Corte no puede concluir desde el análisis del texto de esa disposición 
que la misma satisface la exigencia de eficacia del recurso, puesto que su 
formulación normativa no impone al juez o tribunal el deber de realizar un 
examen de tal naturaleza que permita resolver los argumentos propuestos 
por los recurrentes sobre determinaciones de los hechos que se imputan al 
condenado y que constituyen el presupuesto fundamental del reproche penal 
hecho por el Estado al inculpado. Se trata de una causal que, si bien podría 
conllevar implicaciones indirectas respecto de la base fáctica del caso en 
virtud de la interdependencia que en la actividad jurisdiccional existe entre 
las determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, por su redacción 
no otorga seguridad jurídica al condenado respecto de la posibilidad de 
presentar agravios sobre cuestiones fácticas. 

294.  En cuanto a si la causal de nulidad establecida en el literal e) del 
artículo 374 del Código Procesal Penal es conforme con el criterio de eficacia 
del recurso a que tiene derecho todo condenado en virtud del artículo 
8.2.h de la Convención, la Corte advierte que los peritajes que obran en el 
expediente sobre el alcance de esa causal llegan a conclusiones contrarias. 
Es posible constatar que dicha causal otorga la posibilidad de impugnar 
el fallo cuando en la sentencia no se observen los requisitos que el artículo 
342 de ese mismo código le impone al juez, entre los cuales se encuentra 
aquél de hacer una “exposición clara, lógica y completa de cada uno de los 
hechos y circunstancias que se dieren por probados, fueren ellos favorables 
o desfavorables al acusado, y [el] de la valoración de los medios de prueba 
que fundamentaren dichas conclusiones de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 297”. El artículo 297 del Código Procesal Penal, a su vez, fija como 
criterios de apreciación de la prueba “los principios de la lógica, las máximas 
de la experiencia y los conocimientos científicamente afianzados”, establece 
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la obligación de “hacerse cargo en su fundamentación de toda la prueba 
producida, incluso de aquella que hubie[se] desestimado, indicando en tal 
caso las razones que hubiere tenido en cuenta para hacerlo” e impone “el 
señalamiento del o de los medios de prueba mediante los cuales se dieren 
por acreditados cada uno de los hechos y circunstancias que se dieren por 
probados” y que “es[a] fundamentación deberá permitir la reproducción 
del razonamiento utilizado para alcanzar las concusiones a que llegare la 
sentencia”. 

295.  La Corte advierte que el texto del artículo 374.e) del Código 
Procesal Penal establece una causal de nulidad absoluta con base en los 
deberes de motivación y valoración probatoria consagrados en esa misma 
normativa procesal. Además de lo anterior, le consta a este Tribunal que de 
acuerdo al artículo 381 del Código Procesal Penal, al tribunal superior que 
resuelve el recurso se le debe remitir no sólo la sentencia recurrida y el escrito 
de interposición del recurso, sino también las actuaciones determinadas 
impugnadas o el registro de la audiencia del juicio oral que, según el perito 
Fuentes Maureira, se corresponde con los audios de la audiencia pública. 
En ese sentido, la causal del artículo 374.e de ese código permite que el 
recurrente interponga argumentos que no sólo se refieran a la rectitud interna 
de la fundamentación del fallo condenatorio y su apreciación de la prueba, 
sino que también posibilita que se ofrezca como parámetro para sustentar 
esos argumentos aquellas actuaciones y pruebas rendidas en el juicio oral 
que, según estime el recurrente, fueron indebidamente valorados y sus 
conclusiones indebidamente fundamentadas en la sentencia condenatoria. 

296.  En cuanto a la posición sostenida por las partes relativa a la 
interpretación que tribunales nacionales habrían dado a la causal de nulidad 
absoluta del artículo 374.e) del Código Procesal Penal, los extractos de 
sentencias citados por el Estado98 demuestran que en esos casos el tribunal 
superior hizo un análisis que supera cuestiones estrictamente jurídicas en 
relación con la valoración de la prueba y que, al contrario, involucran un 
examen que contrasta el acervo probatorio del caso con la valoración y 
consecuencias jurídicas que el tribunal inferior hizo del mismo. Al respecto, 
la Corte nota que se trata de sentencias recientes de los años 2009, 2012 y 
2013. La Corte advierte que, a su vez, los representantes llamaron la atención 
respecto de la existencia de otros fallos internos en los que el alcance de 

98.  Tanto el Estado como los representantes citaron extractos de sentencias internas resolutorias de recursos 
de nulidad en apoyo de sus respectivas posiciones, mismos que están referidos al alcance de la mencionada 
causal en relación con su posibilidad de examinar cuestiones de naturaleza fáctica en el marco del juicio sobre 
conductas reprochadas penalmente. El Tribunal tomará en consideración dicha información sobre decisiones 
internas en la medida en que no fue controvertida por las partes en cuanto a la veracidad de su contenido, pero 
tendrá en cuenta que no fue aportado el texto completo de esas decisiones sino citas de partes de las mismas, 
por lo cual serán valoradas dentro del acervo probatorio ante esta Corte. 
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la referida causal de nulidad es restrictivo sobre este punto y afirman la 
imposibilidad de analizar cuestiones relativas a la fijación de los hechos en 
el juicio oral. Estas decisiones datan de los años 2010, 2011 y 2012. En esas 
sentencias se sostuvo una interpretación que reduce el ámbito de revisión a 
cuestiones eminentemente relativas a la debida aplicación de las reglas del 
derecho probatorio. 

297.  La Corte considera que los elementos aportados no son suficientes 
para concluir que la causal del artículo 374.e) del Código Procesal Penal 
no cumple con el estándar de recurso eficaz garantizado en el artículo 8.2.h 
de la Convención en lo que respecta a su amplitud para comprender la 
impugnación de cuestiones fácticas por medio de argumentaciones referidas 
al juicio probatorio realizado por el tribunal inferior. Tomando en cuenta 
que existen mutuas implicaciones entre las dimensiones fáctica, probatoria 
y jurídica de la sentencia penal, la Corte considera que, no siendo una 
conclusión derivable del texto de la causal referida, no ha sido probado que 
bajo la misma no sea posible impugnar cuestiones relativas a la base fáctica 
del fallo por medio del examen del juicio probatorio del mismo. Por lo 
tanto, la Corte concluye que en el presente caso el Estado no violó el deber 
de adoptar disposiciones de derecho interno, establecido en el artículo 2 
de la Convención Americana, en relación con el derecho de recurrir del 
fallo consagrado en el artículo 8.2.h de la misma, en perjuicio de las ocho 
presuntas víctimas del presente caso.

298.  No obstante, esta Corte insiste en que la interpretación que 
los tribunales internos realicen de la referida causal debe asegurar que se 
garanticen el contenido y criterios desarrollados por este Tribunal respecto 
del derecho a recurrir el fallo. El Tribunal reitera que las causales de 
procedencia del recurso asegurado por el artículo 8.2.h) de la Convención 
deben posibilitar que se impugnen cuestiones con incidencia en el aspecto 
fáctico del fallo condenatorio ya que el recurso debe permitir un control 
amplio de los aspectos impugnados, lo que requiere que se pueda analizar 
cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en las que está fundada la sen
tencia condenatoria.

VII.3.  �DERECHOS A LA LIBERTAD PERSONAL Y A LA PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA (ARTÍCULOS 7.1, 7.3, 7.5 Y 8.2 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA)

[…]

C.  Consideraciones de la Corte

[…]
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1.  �Consideraciones generales sobre libertad personal, prisión preventiva y 
presunción de inocencia

a.  La prisión preventiva en la Convención Americana

[…]
308.  Así pues, el numeral 1 del artículo 7 consagra en términos generales 

el derecho a la libertad y la seguridad personales, y los demás numerales 
consagran aspectos específicos de ese derecho. La violación de cualquiera de 
dichos numerales entrañará la violación del artículo 7.1 de la Convención, 
“puesto que la falta de respeto a las garantías de la persona privada de la 
libertad desemboca, en suma, en la falta de protección del propio derecho a 
la libertad de esa persona”99. 

309.  El principio general en esta materia es que la libertad es siempre 
la regla y la limitación o restricción siempre la excepción100. Tal es el efecto 
del artículo 7. 2, que dispone: “Nadie puede ser privado de su libertad 
física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por 
las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas 
conforme a ellas”. Pero el solo cumplimiento de las formalidades legales no 
es suficiente pues el artículo 7.3 de la Convención Americana, al disponer 
que “[n]adie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios”, 
prohíbe la detención o encarcelamiento por métodos que pueden ser legales, 
pero que en la práctica resultan irrazonables, imprevisibles o carentes de 
proporcionalidad101. 

310.  La aplicación de ese principio general a los casos de detención o 
prisión preventiva surge como efecto combinado de los artículos 7.5 y 8.2. En 
virtud de ellos, la Corte ha establecido que la regla general debe ser la libertad 
del imputado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal102, ya 
que éste goza de un estado jurídico de inocencia que impone que reciba del 
Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada. En casos 
excepcionales, el Estado podrá recurrir a una medida de encarcelamiento 
preventivo a fin de evitar situaciones que pongan en peligro la consecución 
de los fines del proceso103. Para que una medida privativa de libertad se 

99.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 54, y Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, 
párr. 116.
100.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 53; Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 106, y 
Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 121.
101.  Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Surinam. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. 
Serie C No. 16, párr. 47, y Caso J. Vs Perú, párr. 127.
102.  Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. 
Serie C No. 141, párr. 67, y Caso J. Vs Perú, párr. 157.
103.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 77; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela. Excepción 
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encuentre en concordancia con las garantías consagradas en la Convención, 
su aplicación debe conllevar un carácter excepcional y respetar el principio 
de presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y 
proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrática104. 

311.  La Corte ha precisado también las características que debe tener una 
medida de detención o prisión preventiva para ajustarse a las disposiciones 
de la Convención Americana: 

a)  Es una medida cautelar y no punitiva: debe estar dirigida a lograr fines 
legítimos y razonablemente relacionados con el proceso penal en curso. No 
puede convertirse en una pena anticipada ni basarse en fines preventivos 
– generales o preventivo – especiales atribuibles a la pena105.

b)  Debe fundarse en elementos probatorios suficientes: Para disponer y 
mantener medidas como la prisión preventiva deben existir elementos 
probatorios suficientes que permitan suponer razonablemente que la persona 
sometida a proceso ha participado en el ilícito que se investiga106. Verificar 
este presupuesto material constituye un primer paso necesario para restringir 
el derecho a la libertad personal por medio de una medida cautelar, pues si no 
existiesen mínimamente elementos que permitan vincular a la persona con 
el hecho punible investigado, tampoco habrá necesidad de asegurar los fines 
del proceso. Para la Corte, la sospecha tiene que estar fundada en hechos 
específicos, esto es, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas107. De 
allí se deduce que el Estado no debe detener para luego investigar, por el 
contrario, sólo está autorizado a privar de la libertad a una persona cuando 
alcance el conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio108.

c)  Está sujeta a revisión periódica: La Corte ha puesto de relieve que 
no debe prolongarse cuando no subsistan las razones que motivaron su 
adopción. También ha observado que son las autoridades nacionales las 
encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de las medidas 
cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta 
tarea, las autoridades nacionales deben ofrecer los fundamentos suficientes 
que permitan conocer los motivos por los cuales se mantiene la restricción 
de la libertad109, la cual, para que no se erija en una privación de libertad 

Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de noviembre de 2009. Serie C No. 207, párr. 144, y 
Caso J. Vs. Perú, párr. 157. 
104.  Cfr. Caso "Instituto de Reeducación del Menor" vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 228, y Caso J. Vs. Perú, párr. 158.
105.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 77; Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, 
párr. 103; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 111, y Caso J. Vs. Perú, párr. 159.
106.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párrs. 101 y 102; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, 
párrs. 111 y 115, y Caso J. Vs. Perú, párr. 159.
107.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 103.
108.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 103.
109.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 107; y Caso J. Vs Perú, párr. 163. 
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arbitraria, de acuerdo con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe 
estar fundada en la necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el 
desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia110. 
La Corte resalta, además, que el juez no tiene que esperar hasta el momento 
de dictar sentencia absolutoria para que una persona detenida recupere su 
libertad, sino que debe valorar periódicamente si se mantienen las causas 
de la medida y la necesidad y la proporcionalidad de ésta, así como si el 
plazo de la detención ha sobrepasado los límites que imponen la ley y la 
razón. En cualquier momento en que aparezca que la prisión preventiva no 
satisface estas condiciones, deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que 
el proceso respectivo continúe111.

312.  De conformidad con lo indicado, no es suficiente con que sea 
legal; además, es necesario que no sea arbitraria, lo cual implica que la ley y 
su aplicación deben respetar los requisitos siguientes: 

a)  Finalidad compatible con la Convención: la finalidad de las medidas 
que priven o restrinjan la libertad debe ser compatible con la Convención. 
La Corte ha indicado que “la privación de libertad del imputado no puede 
residir en fines preventivo – generales o preventivo – especiales atribuibles 
a la pena, sino que sólo se puede fundamentar […] en un fin legítimo, a 
saber: asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento 
ni eludirá la acción de la justicia”112. En este sentido, la Corte ha indicado 
reiteradamente que las características personales del supuesto autor y la 
gravedad del delito que se le imputa no son, por sí mismos, justificación 
suficiente de la prisión preventiva113. Asimismo, ha destacado que el peligro 
procesal no se presume, sino que debe realizarse la verificación del mismo en 
cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto114.

b)  Idoneidad: las medidas adoptadas deben ser idóneas para cumplir con 
el fin perseguido115. 

c)  Necesidad: deben ser necesarias, es decir, es preciso que sean 
absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista 
una medida menos gravosa con respecto al derecho intervenido entre todas 
aquellas que cuentan con la misma idoneidad para alcanzar el objetivo 
propuesto116. De tal manera, aun cuando se haya determinado el extremo 

110.  Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de 
octubre de 2008. Serie C No. 187, párr. 74, y Caso J. Vs. Perú, párr. 163.
111.  Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 76. 
112.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 77, y Caso J. Vs. Perú, párr. 157.
113.  Cfr.Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. 
Serie C No. 141, párr. 69, y Caso J. Vs. Perú, párr. 159. 
114.  Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 115, y Caso J. Vs. Perú, párr. 159. 
115.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 93. 
116.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 93. 
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relativo a los elementos probatorios suficientes que permitan suponer la 
participación en el ilícito, la privación de la libertad debe ser estrictamente 
necesaria para asegurar que el acusado no impedirá dichos fines procesales117.

d)  Proporcionalidad: deben ser estrictamente proporcionales, de tal 
forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la libertad no 
resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante 
tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida118. 

e)  Cualquier restricción a la libertad que no contenga una motivación 
suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será 
arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención119. De este 
modo, para que se respete la presunción de inocencia al ordenarse medidas 
cautelares restrictivas de la libertad es preciso que el Estado fundamente y 
acredite, de manera clara y motivada, según cada caso concreto, la existencia 
de los referidos requisitos exigidos por la Convención120.

2.  Examen de las alegadas violaciones

a.  La prisión preventiva de Víctor Ancalaf Llaupe121

[…]

a.ii.  Consideraciones de la Corte

318.  Del examen del auto de procesamiento emitido el 17 de octubre 
de 2002 en contra de Víctor Ancalaf Llaupe, a partir del cual se le privó de 
la libertad, la Corte constata que dicha decisión no cumplió con el primer 
extremo necesario para restringir el derecho a la libertad personal por 
medio de la medida cautelar, relativo a señalar la existencia de elementos 
probatorios suficientes sobre la participación en el ilícito que se investiga. 
El listado de medios de prueba recabados y la afirmación de que los 
antecedentes y “las propias declaraciones indagatorias de Víctor Manuel 
Ancalaf Llaupe” constituirían “presunciones fundadas para estimar que a 
éste le ha correspondido participación en calidad de autor de los tres delitos” 

117.  Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 103, y Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 111.
118.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 93. 
119.  Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú, párr. 128, y Caso J. Vs. Perú, párr. 158.
120.  Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile, párr. 198, y Caso J. Vs. Perú, párr. 159.
121.  La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva del señor Ancalaf 
Llaupe se encuentra en el expediente del proceso penal interno seguido contra Víctor Manuel Ancalaf LLaupe, 
cuya copia fue aportada en este proceso (expediente de anexos al escrito de solicitudes y argumentos de CEJIL, 
anexo A, folios 990 a 1018, y 1444 a 1520), y en la prueba para mejor resolver presentada por el Estado 
mediante escritos de 17 y 23 de octubre de 2013, con los cuales aportó una copia del expediente del proceso 
penal seguido en contra del señor Ancalaf LLaupe. Asimismo, dicha prueba fue aportada durante el trámite del 
caso ante la Comisión (expediente de anexos al Informe de Fondo, anexo 6 y apéndice 1).
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investigados, no permitían constatar que se cumpliera con dicho extremo. 
Debe recordarse que el señor Ancalaf Llaupe no tuvo conocimiento del 
expediente hasta junio de 2003, meses después de finalizado el sumario, 
cuyas actuaciones se mantuvieron en reserva, en aplicación del artículo 78 
del Código de Procedimiento Penal. Fue recién en la etapa de plenario 
que pudo tener acceso al expediente, pero ello fue con excepción de los 
cuadernos reservados.

319.  El Tribunal Europeo de Derechos Humanos al pronunciarse 
sobre la detención en un caso relacionado con la investigación de un delito 
de carácter terrorista, sostuvo que se puede presentar la situación de que 
un imputado es detenido fundándose en información fiable pero que 
dicha información no pueda ser revelada al imputado ni producida ante 
un tribunal para no poner en riesgo la fuente de la misma. El Tribunal 
Europeo determinó que, aún si por las dificultades propias a la investigación 
y procesamiento de delitos de terrorismo lo “razonable” no siempre puede 
ser evaluado correspondiendo a los mismos estándares que un crimen con
vencional, “las exigencias derivadas de enfrentar la delincuencia terrorista 
no pueden justificar la expansión de la noción de “razonabilidad” hasta el 
punto de afectar a la esencia de la salvaguardia garantizada por el artículo 
5.1.(c)” del Convenio Europeo122. 

320.  En el presente caso no consta que el secreto de todas las actuaciones 
del sumario durante toda esa etapa procesal (ni de los “cuadernos reservados” 
aún después de ella) respondiera a una medida necesaria para proteger 
información que pudiera afectar la investigación. Consecuentemente, la 
defensa del imputado no tuvo la oportunidad de conocer ninguna de las 
actuaciones y pruebas en que se fundó su privación de libertad. Adicional
mente, la afirmación efectuada por el Ministro Instructor en el auto de 
procesamiento de que existían “presunciones fundadas para estimar que [al 
señor Ancalaf ] le ha correspondido participación en calidad de autor de los 
tres delitos” investigados, no estuvo acompañada de información específica 
que el imputado y su defensa pudieran controvertir123. En consecuencia, 

122.  TEDH, Caso O’Hara Vs. Reino Unido, No. 37555/97. Sentencia de 16 de octubre de 2001, párrs. 33 a 
35.
123.  TEDH, Caso A. y otros Vs. Reino Unido, No. 3455/05. Sentencia de 19 de febrero de 2009, párr. 220. El 
Tribunal Europeo ha señalado que: “[l]a Corte considera, además, que el defensor especial podría desempeñar 
un papel importante para contrarrestar la falta de información completa y de la falta de una audiencia plena, 
abierta y contradictoria, evaluando la prueba y presentando argumentos a favor del detenido durante las 
audiencias a puerta cerrada. Sin embargo, el defensor especial no puede realizar esta función de una manera 
útil a menos que el detenido contara con suficiente información sobre los alegatos en su contra, para que 
él pueda dar instrucciones eficaces al defensor especial. Si bien esta cuestión debe decidirse en cada caso, la 
Corte observa que generalmente, cuando la prueba fue en gran medida revelada y el material público jugó 
un papel preponderante en la determinación, no se podría decir que al imputado se le negó la oportunidad 
efectiva de impugnar la razonabilidad de las creencias y sospechas que el Ministro de Relaciones Exteriores 
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la Corte determina que el Estado no cumplió el requisito de establecer la 
existencia de elementos de convicción suficientes que permitan suponer 
razonablemente que personas ha participado en el delito que se investiga. 

321.  La prisión preventiva de Víctor Ancalaf Llaupe tampoco fue 
dispuesta para alcanzar un fin legítimo, pues en el auto de procesamiento 
no se hizo referencia a la necesidad de la privación de libertad ni al fin 
que se buscaba en el caso concreto con ella. La finalidad perseguida con la 
prisión preventiva quedó clara cuando se denegaron todas las solicitudes de 
libertad provisional formuladas por el señor Ancalaf Llaupe, lo mismo que 
las correspondientes apelaciones. La única motivación de las resoluciones 
denegatorias fue la de que ello se hacía “por estimarse peligrosa para la 
seguridad de la sociedad”, “[t]eniendo presente el número de delitos que se 
imputan al procesado [y] el carácter de los mismos”. Las apelaciones fueron 
desestimadas de plano y sin motivación.

322.  La Corte considera que el referido fin de impedir que la libertad 
del imputado resultara peligrosa “para la seguridad de la sociedad” tiene un 
sentido abierto que puede permitir fines no acordes con la Convención. Al 
respecto, el perito Duce, propuesto por CEJIL, explicó que dicha causal tiene 
un carácter abierto a diferentes interpretaciones que pueden comprender 
no solo fines procesales y legítimos, pero también fines que la Corte en su 
jurisprudencia ha considerado ilegítimos para ordenar y mantener la prisión 
preventiva124. 

323.  Ello hace indispensable verificar si en el caso concreto la referencia 
a impedir que la libertad del imputado resultara “peligrosa para la seguridad 
de la sociedad” estuvo acompañada de un factor o criterio que pudiera 
considerarse que busca un fin cautelar y que justifica la necesidad de la 
medida en el caso concreto. En este sentido, en el caso al referirse a la peli
grosidad sólo se aludió a dos de los criterios que el artículo 363 del Código 
de Procedimiento Penal disponía que debían ser tenidos “especialmente” en 
cuenta: “la gravedad de la pena asignada al delito” y “el número de delitos 
que se le imputare y el carácter de los mismos”. La Corte reitera que no 

tenía sobre él. En otros casos, aun cuando todas o la mayor parte de la prueba subyacente permaneció sin 
revelarse, si las alegaciones contenidas en el material público eran suficientemente específicas, debería haber sido 
posible para el imputado de presentar a sus representantes y al defensor especial la información con la cual se 
puede refutar dichas alegaciones, si esta información existiera, sin la necesidad de que él conociera los detalles 
o las fuentes de la prueba que constituyó la base de las alegaciones”. “Sin embargo, si el material público fue 
constituido completamente por aseveraciones generales y la decisión [del órgano competente] de […] mantener 
la detención fue basada solamente o en grado decisivo en material secreto, los requisitos procesales del artículo 
5 § 4 no serían cumplidos”. En este caso el Tribunal Europeo consideró que algunos imputados no estaban en 
la posición de impugnar de manera efectiva las alegaciones en su contra y, por lo tanto, encontró una violación 
del artículo 5.4 del Convenio Europeo.
124.  Cfr. Declaración rendida el 15 de mayo de 2013 por el perito Mauricio Alfredo Duce Julio ante fedatario 
público (affidávit) (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folios 70 y 71). 
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alcanza con la utilización de esos criterios, por sí solos, para justificar la 
prisión preventiva. 

324.  Por otra parte, la falta de motivación de las decisiones judiciales, 
agravada por el secreto sumarial, impidió que la defensa conociera las 
razones por las cuales se mantenía la prisión preventiva y ello le impidió 
presentar pruebas y argumentos encaminados a impugnar prueba de cargo 
determinante o lograr su libertad provisional125. Al respecto, el perito Fierro 
Morales indicó que “[e]s en este contexto que el Ministro Instructor, y desde 
el absoluto secreto, determinó que sobre Ancalaf existían presunciones 
fundadas que lo vinculaban en calidad de autor en los hechos investigados 
como delitos terroristas”126.

325.  Asimismo, ni en el auto de procesamiento ni en las denegaciones 
de las solicitudes de libertad provisional se valoró que Víctor Ancalaf Llaupe 
se había presentado voluntariamente cuando fue citado a declarar y que, 
cuando su defensa presentó la segunda solicitud, la investigación en su 
contra ya había concluido. 

326.  Como no se había establecido legalmente su responsabilidad pe-
nal, el señor Ancalaf Llaupe tenía derecho a que se le presumiera inocente, 
con arreglo al artículo 8.2 de la Convención Americana. De ello derivaba la 
obligación estatal de no restringir su libertad más allá de los límites estric-
tamente necesarios, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no 
punitiva. En consecuencia, el Estado restringió la libertad del señor Ancalaf 
sin respetar el derecho a la presunción de inocencia y violó su derecho a 
no ser sometido a detención arbitraria consagrado en el artículo 7.3 de la 
Convención. 

327.  Por las razones que anteceden, corresponde concluir que el Estado 
violó los derechos a la libertad personal, a no ser sometido a detención 
arbitraria y a no sufrir prisión preventiva en condiciones no ajustadas a 
los estándares internacionales, consagrados en el artículo 7.1, 7.3 y 7.5 
de la Convención Americana, y el derecho a la presunción de inocencia, 
consagrado en el artículo 8.2 de la Convención Americana, todo ello en 
relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio del 
señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe. 

125.  Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez. Vs. Ecuador, párr. 118.
126.  Declaración rendida el 17 de mayo de 2013 por el perito Claudio Alejandro Fierro ante fedatario público 
(affidávit) (expediente de declaraciones de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 8).
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b.  �La prisión preventiva de Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, José Benicio Huenchunao 
Mariñán y Patricia Roxana Troncoso Robles 127

[…]

b.ii.  Consideraciones de la Corte

333.  La Corte estima que las decisiones de adopción y mantenimiento 
de la prisión preventiva no se ajustaron a los requisitos de la Convención 
Americana en cuanto a la necesidad de basarse en elementos probatorios 
suficientes –con excepción de la de Juan Patricio Marileo Saravia que sí 
cumple con este elemento– y perseguir un fin legítimo y a la obligación de 
revisión periódica.

a.  Elementos probatorios insuficientes

334.  La decisión judicial que inicialmente dispuso la prisión preventiva 
de Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan 
Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Troncoso Robles no cumplió con la 
exigencia de estar fundada en elementos probatorios suficientes para 
suponer razonablemente que dichas personas habían participado en el 
hecho delictivo investigado, pues se fundó únicamente en “declaraciones 
reservadas”, sin exponer elementos que pudieran corroborar tal conclusión. 
Tales declaraciones se refieren a testimonios cuyo contenido no podía ser 
conocido por la defensa, ya que en esa etapa de la investigación en que 
se solicitó y ordenó la prisión preventiva se había decretado el secreto de 
las actuaciones de la investigación de conformidad con el artículo 182 del 
Código Procesal Penal por cuarenta días. Inclusive, cuando la jueza evaluó 
en audiencia la solicitud de prisión preventiva interpuesta por el Ministerio 
Público, la defensa hizo notar que se estaban utilizando “antecedentes a los 
cuales no ha[bía] podido tener acceso”. 

335.  Dicha referencia a las “declaraciones reservadas” no estuvo acom
pañada de argumentos o explicaciones adicionales que, aun sin revelar 
datos que requerían ser resguardados temporalmente respecto del medio de 
prueba, bridaran mayor información que permitiera conocer la justificación 
de la decisión judicial e hicieran posible para los imputados y su defensa 
controvertir la adopción de la medida cautelar de prisión preventiva. 

127.  La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva de Jaime Marileo 
Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, José Benicio Huenchunao Mariñán 
y Patricia Roxana Troncoso Robles se encuentra en el expediente del proceso penal interno cuya copia fue 
aportada durante el trámite del caso ante la Comisión (expediente de anexos al Informe de Fondo, apéndice 1, 
folios 7804 a 10016).
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Consecuentemente, la defensa de los imputados no conocía la prueba ni 
información sobre los elementos que aquella supuestamente aportaba al juez 
para fundar sus consideraciones sobre la posible participación en el hecho 
delictivo. 

336.  Con respecto a Juan Patricio Marileo Saravia, la decisión judicial 
de adopción de la prisión preventiva proporciona elementos suficientes para 
concluir que cumplió con la primera exigencia de señalar los indicios que 
permitan suponer razonablemente que la persona ha participado en el ilícito 
que se investiga.

b.  Falta de fin legítimo

337.  En cuanto al requerimiento de motivar la necesidad de la prisión 
preventiva en un fin legítimo, las decisiones que dispusieron la prisión 
preventiva no se ajustaron a la Convención Americana:

a)  La decisión relativa a Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Troncoso Robles no se 
refirió a si la medida cautelar perseguía algún fin procesal y era necesaria en 
relación con la investigación, sino que se limitó a ordenarla fundándose en 
que los imputados estaban sometidos a ese tipo de medida en relación con 
otros procesos. Tal razonamiento no sustenta la necesidad de la medida en 
relación con la investigación y procesamiento en el caso concreto. 

b)  La decisión relativa a Juan Patricio Marileo se fundó en que su 
libertad constituía un “peligro para la seguridad de la sociedad”, causal 
abierta que, como ya se indicó, hace necesario verificar si en el caso concreto 
la referencia a esa causal estuvo acompañada de un factor o criterio que 
pudiera considerarse que busca un fin cautelar y que justificara la medida en 
el caso concreto. Al respecto, la decisión que ordenó la prisión preventiva se 
limitó a indicar que lo consideraba necesario “en [la] etapa procesal” en que 
se encontraba la causa “atendi[endo a] la forma, circunstancia de comisión 
del ilícito investigado, la entidad del mal causado por el mismo y la pena 
que este trae consigo”. En cuanto al criterio o factor relativo a “la forma 
[y] circunstancia de comisión del ilícito investigado”, la Corte constata que 
dicho factor no estuvo acompañado de una explicación sobre cómo ello 
incidiría en algún riesgo procesal. El juez no fundamentó si ello repercutía 
de alguna forma en la obstrucción de diligencias específicas pendientes 
de efectuar en la etapa en que se encontraba el proceso. En cuanto a la 
referencia a criterios como la pena y el “mal causado por el delito”, la Corte 
reitera que la gravedad del delito no es, por sí mismo, justificación suficiente 
de la prisión preventiva. Por consiguiente, la Corte estima que el tribunal 
no motivó la necesidad de ordenar la prisión preventiva en base de un riesgo 
procesal en el caso concreto. 
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338.  Las decisiones denegatorias de las solicitudes de revisión no 
invocaron ningún fin legítimo para mantener la prisión preventiva, de 
modo que quedó incambiada la situación indicada en el párrafo anterior.

339.  Por consiguiente, la Corte estima que los jueces no motivaron la 
necesidad de fundamentar la decisión de imponer o mantener la prisión 
preventiva en un fin legítimo como la existencia de un riesgo procesal en el 
caso concreto. 

c.  Inadecuada revisión periódica

340.  Las decisiones judiciales denegatorias de las solicitudes de revisión 
no cumplieron adecuadamente la función de analizar si era pertinente 
mantener las medidas privativas de libertad. Las afirmaciones de que 
“no hay nuevos antecedentes que revisar” y que “no existen antecedentes 
que permitan presumir que han variado las circunstancias que hicieron 
aconsejable la prisión preventiva”, denotan una concepción errónea que 
parte de que tendría que comprobarse que las circunstancias iniciales 
variaron, en lugar de entender que es tarea del juez analizar si subsisten 
circunstancias que hagan que la prisión preventiva deba mantenerse y sea una 
medida proporcional para alcanzar el fin procesal perseguido. Las decisiones 
judiciales desconocieron la necesidad de justificar de manera motivada el 
mantenimiento de la medida cautelar impuesta y no se refirieron a ningún 
fin procesal que hiciera necesario que se mantuviera la misma. Inclusive en 
algún caso la resolución de mantener la prisión preventiva se adoptó sin 
motivación alguna.

341.  En cuanto a la decisión judicial de 23 de junio de 2003 que 
mantuvo la prisión preventiva de Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco 
Millacheo Licán, Juan Patricio Marileo y Patricia Troncoso Robles, la 
misma no contiene una explicación respecto a cuáles antecedentes se refería 
que “no hacen variar las circunstancias que hicieron aconsejable la prisión 
preventiva”, y desconoció que la revisión de la prisión preventiva impuesta 
implica justificar de manera motivada la necesidad del mantenimiento de la 
misma. Ello resulta particularmente grave en este caso puesto que la adopción 
inicial de la medida cautelar no cumplió con ninguno de los requerimientos 
convencionales para su adopción. Asimismo, al mantener la medida el 
juzgado no explicó a cuáles fines procesales se refería y por qué no existía 
otra medida cautelar que “permit[iera] asegurar los fines del procedimiento”. 
Al respecto, el artículo 155 del Código Procesal Penal, al cual hizo referencia 
la defensa, dispone otras siete medidas cautelares personales que pueden ser 
impuestas de manera aislada o conjunta, entre otras cosas, para “garantizar 
el éxito de las diligencias de investigación” y “asegurar la comparecencia del 
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imputado a las actuaciones del procedimiento o ejecución de la sentencia”, 
las cuales al parecer no fueron consideradas por la autoridad judicial.

d.  Presunción de inocencia

342.  Como todavía no se había establecido legalmente su responsabilidad 
penal, las presuntas víctimas tenían derecho a que se les presumiera 
inocentes, con arreglo al artículo 8.2 de la Convención Americana. De ello 
derivaba la obligación estatal de no restringir su libertad más allá de los 
límites estrictamente necesarios, pues la prisión preventiva es una medida 
cautelar, no punitiva. En consecuencia, el Estado restringió la libertad de 
Juan Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Florencio 
Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia 
RoxanaTroncoso Robles sin respetar el derecho a la presunción de inocencia 
y violó su derecho a no ser sometidas a detención arbitraria consagrado en 
el artículo 7.3 de la Convención.

343.  Por las razones expuestas, corresponde concluir que el Estado violó 
los derechos a la libertad personal, a no ser sometido a detención arbitraria 
y a no sufrir prisión preventiva en condiciones no ajustadas a los estándares 
internacionales, consagrados en el artículo 7.1, 7.3 y 7.5 de la Convención 
Americana, y el derecho a la presunción de inocencia, consagrado en el 
artículo 8.2 de la Convención Americana, todo ello en relación con el 
artículo 1.1 de la Convención Americana, en perjuicio de los señores Juan 
Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Florencio 
Jaime Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia 
RoxanaTroncoso Robles.

c.  La prisión preventiva de Aniceto Norín Catrimán y Pascual Pichún 
Paillalao128

344.  La prisión preventiva de los señores Norín Catrimán y Pichún 
Paillalao también estuvo regida por lo dispuesto en los artículos 139 a 154 
del Código Procesal Penal de 2000. A ambos se les investigó y juzgó en 
relación con dos delitos de incendio de carácter terrorista y por el delito 
de amenazas de incendio terrorista. Fueron condenados como autores del 
delito de amenazas y absueltos por los delitos de incendio terrorista.

[…]

128.  La prueba referente a los hechos establecidos en este capítulo sobre la prisión preventiva de Segundo 
Aniceto Norín Catrimán y Pascual Huentequeo Pichún Paillalao se encuentra en el expediente del proceso 
penal interno cuya copia fue aportada durante el trámite del caso ante la Comisión (expediente de anexos al 
Informe de Fondo, apéndice 1, folios 4319 a 5159).
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c.ii.  Consideraciones de la Corte

349.  La Corte estima que las decisiones de adopción y mantenimiento 
de la prisión preventiva no se ajustaron a los requisitos de la Convención 
Americana en cuanto a la necesidad de basarse en pruebas suficientes y 
perseguir un fin legítimo y a la obligación de revisión periódica.

a.  Elementos probatorios insuficientes

350.  La decisión de imponer la prisión preventiva a Aniceto Norín 
Catrimán se fundó en testimonios que estaban “en reserva” porque se había 
decretado el secreto de una parte de las actuaciones de la investigación. 
Tampoco se dieron argumentos o explicaciones adicionales que, aun sin 
revelar datos que requerían ser resguardados temporalmente respecto del 
medio de prueba, brindaran mayor información que permitiera conocer la 
justificación de la decisión judicial e hicieran posible para el imputado y su 
defensa controvertir la adopción de la medida cautelar de prisión preventiva. 
Por lo tanto, no se ajustó a uno de los requisitos de la Convención Americana.

351.  La decisión judicial que ordenó la prisión preventiva de Pascual 
Pichún Paillalao se fundó en que existían elementos y “presunciones” sobre 
la ocurrencia del hecho delictivo y la participación del imputado en el 
mismo. Aun cuando la decisión judicial escrita no detalla en cuáles indicios 
y pruebas está fundando tal conclusión, en la audiencia celebrada se hizo 
referencia a elementos que en esa etapa podría considerarse que vinculaban 
al señor Pascual Pichún con el hecho investigado. La defensa no impugnó 
este extremo en su apelación. Por consiguiente, la Corte no encuentra que 
se hubiere incumplido con este primer requerimiento de fundarse en la 
existencia de elementos suficientes que vincularan al imputado con el hecho 
punible investigado.

b.  Falta de fin legítimo

352.  Está probado que las decisiones de sometimiento y mantenimiento 
de la prisión preventiva respecto de los señores Norín Catrimán y Pichún 
Paillalao se fundaron en que su libertad constituía un “peligro grave para 
la sociedad” o “por estimar [su libertad] peligrosa para la seguridad de la 
sociedad”. Para ello se tuvieron en cuenta criterios tales como el “número 
de delitos investigados”, la “gravedad de la pena”, la “gravedad del delito 
investigado” y los “antecedentes personales del imputado”, que no justifican 
por sí mismos la prisión preventiva, y que no fueron valorados en el contexto 
de la evaluación de la necesidad de la medida en las circunstancias del caso 
concreto. Aun cuando en la resolución que dispuso la prisión preventiva del 
señor Pascual Pichún se indicó que la misma era “indispensable para el éxito 
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de la investigación”, no se motivó tal afirmación de modo que permitiera 
conocer si consideraron que la libertad del imputado afectaba de alguna 
forma la realización de diligencias específicas. 

c.  Inadecuada revisión periódica

353.  En ninguna de las decisiones judiciales adoptadas en relación con 
las solicitudes de revisión del mantenimiento de la prisión preventiva de 
los señores Norín Catriman y Pichún Paillalao se efectuó un análisis de la 
necesidad de justificar de manera motivada el mantenimiento de la medida 
cautelar impuesta. Tampoco se hizo referencia a ningún fin procesal legítimo 
que hiciera necesario dicho mantenimiento. En ninguna de las decisiones 
judiciales se realizó una valoración de factores o criterios que pudieran 
conectarse con la búsqueda de un fin legítimo y justificaran la necesidad de 
la medida en el caso concreto. 

d.  Presunción de inocencia

354.  Como todavía no se había establecido legalmente su responsabilidad 
penal, las presuntas víctimas tenían derecho a que se les presumiera 
inocentes, con arreglo al artículo 8.2 de la Convención Americana. De ello 
derivaba la obligación estatal de no restringir su libertad más allá de los 
límites estrictamente necesarios, pues la prisión preventiva es una medida 
cautelar, no punitiva129. En consecuencia, el Estado restringió la libertad de 
las presuntas víctimas sin respetar el derecho a la presunción de inocencia y 
violó su derecho a no ser sometidas a detención arbitraria consagrado en el 
artículo 7.3 de la Convención.

[…]

VII.4.  �LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DE EXPRESIÓN, DERECHOS 
POLÍTICOS Y DERECHOS A LA INTEGRIDAD PERSONAL Y A 
LA PROTECCIÓN DE LA FAMILIA (ARTÍCULOS 13, 23, 5.1 Y 17 
DE LA CONVENCIÓN AMERICANA)

365.  Las alegadas violaciones examinadas en el presente capítulo son 
consecuencia de la prisión preventiva y las penas principales y accesorias 
impuestas a las presuntas víctimas. Corresponde determinar si con tales 
consecuencias se han configurado violaciones autónomas a la Convención 
Americana.

[…]

129.  Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo, párr. 77, y Caso J. Vs. Perú, párr. 371.
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B.  Consideraciones de la Corte

1.  Derecho a la libertad de pensamiento y de expresión

[…]
371.  La Corte se ha referido en su jurisprudencia al amplio contenido 

del derecho a la libertad de pensamiento y de expresión consagrado en el 
artículo 13 de la Convención. Dicha norma protege el derecho de buscar, 
recibir y difundir ideas e informaciones de toda índole, así como también el 
de recibir y conocer las informaciones e ideas difundidas por los demás130. 
La Corte ha señalado que la libertad de expresión tiene una dimensión 
individual y una dimensión social, de las cuales ha desprendido una serie 
de derechos que se encuentran protegidos en dicho artículo131. Ambas 
dimensiones poseen igual importancia y deben ser garantizadas plenamente 
en forma simultánea para dar efectividad total al derecho a la libertad de 
expresión en los términos previstos por el artículo 13 de la Convención132. 
Así, a la luz de ambas dimensiones, la libertad de expresión requiere, 
por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de 
manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de 
cada individuo; pero implica también, por otro lado, un derecho colectivo 
a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento 
ajeno133.

372.  La dimensión individual de la libertad de expresión comprende 
el derecho a utilizar cualquier medio apropiado para difundir opiniones, 
ideas e información y hacerlo llegar al mayor número de destinatarios. En 
este sentido, la expresión y la difusión son indivisibles, de modo que una 
restricción de las posibilidades de divulgación representa directamente, y en 
la misma medida, un límite al derecho de expresarse libremente134. 

373.  En el presente caso a los señores Aniceto Norín Catrimán, Pascual 
Huentequeo Pichún Paillalao y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe les fueron 
impuestas las penas accesorias previstas en el artículo 9 de la Constitución 

130.  Cfr. Opinión Consultiva OC-5/85 de 13 de noviembre de 1985, párr. 30; Caso Kimel Vs. Argentina, 
párr. 53, y Caso Mémoli Vs. Argentina. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de 
agosto de 2013. Serie C No. 265, párr. 119.
131.  Cfr. Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5 de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 65, y Caso Mémoli Vs. Argentina, párr. 119. 
132.  Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie 
C No. 74, párr. 149, y Caso Mémoli Vs. Argentina, párr. 119.
133.  Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 146, y Caso Mémoli Vs. Argentina, 
párr. 119.
134.  Cfr. Caso "La Última Tentación de Cristo" (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile, párr. 65, y Caso Vélez Restrepo 
y Familiares Vs. Colombia. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 
2012. Serie C No. 248, párr. 138.
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Política de Chile, con las cuales “queda[ron, entre otras cosas,] inhabilitados 
por el plazo de quince años […] para explotar un medio de comunicación 
social o ser director o administrador del mismo, o para desempeñar 
en él funciones relacionadas con la emisión o difusión de opiniones o 
informaciones”. 

374.  La Corte considera que la referida pena accesoria supone una 
restricción indebida al ejercicio del derecho a la libertad de pensamiento y 
expresión de los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe, 
no sólo por haber sido impuesta fundándose en sentencias condenatorias 
que aplicaron una ley penal violatoria del principio de legalidad y de varias 
garantías procesales, sino además porque en las circunstancias del presente 
caso es contraria al principio de la proporcionalidad de la pena. Como 
ha determinado la Corte, este principio significa “que la respuesta que el 
Estado atribuye a la conducta ilícita del autor de la transgresión debe ser 
proporcional al bien jurídico afectado y a la culpabilidad con la que actuó 
el autor, por lo que se debe establecer en función de la diversa naturaleza y 
gravedad de los hechos”135.

375.  La Corte ha constatado que, como autoridades tradicionales del 
Pueblo indígena Mapuche, los señores Norín Catrimán, Pichún Paillalao y 
Ancalaf Llaupe les incumbe un papel determinante en la comunicación de 
los intereses y en la dirección política, espiritual y social de sus respectivas 
comunidades. La imposición de la referida pena accesoria les ha restringido 
la posibilidad de participar en la difusión de opiniones, ideas e información 
a través del desempeño de funciones en medios de comunicación social, 
lo cual podría limitar el ámbito de acción de su derecho a la libertad de 
pensamiento y expresión en el ejercicio de sus funciones como líderes o 
representantes de sus comunidades. Esto a su vez incide negativamente en 
la dimensión social del derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la 
cual de acuerdo con lo establecido por la Corte en su jurisprudencia implica 
el derecho de todos a conocer opiniones, relatos y noticias vertidas por 
terceros136. 

376.  Asimismo podría haberse producido un efecto intimidante 
e inhibidor para el ejercicio de la libertad de expresión, derivado de los 
particulares efectos que tuvo la aplicación indebida de la Ley Antiterrorista 
a miembros del Pueblo indígena Mapuche. La Corte ya se ha referido en 
otros casos al efecto intimidante en el ejercicio de la libertad de expresión 

135.  Cfr. CasoVargas Areco Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de septiembre de 2006. 
Serie C No. 155, párr. 108, y Caso de la Masacre de la Rochela Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párr. 196.
136.  Cfr. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 148, y Caso Vélez Restrepo y Familiares 
Vs. Colombia, párr. 138.
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que puede causar el temor a verse sometido a una sanción penal o civil 
innecesaria o desproporcionada en una sociedad democrática, que puede 
llevar a la autocensura tanto a quien le es impuesta la sanción como a otros 
miembros de la sociedad137. En el presente caso, el Tribunal considera 
que la forma en la que fue aplicada la Ley Antiterrorista a miembros del 
Pueblo indígena Mapuche podría haber provocado un temor razonable en 
otros miembros de ese pueblo involucrados en acciones relacionadas con 
la protesta social y la reivindicación de sus derechos territoriales o que 
eventualmente desearan participar en estas.

377.  En cambio, a la Corte no le resulta persuasivo el argumento de 
CEJIL relativo a que la restricción a la libertad de expresión estipulada en el 
artículo 9 de la Constitución Política de Chile constituye una censura previa 
prohibida por el artículo 13 de la Convención, que parece no haber tenido 
en cuenta que se trata de una pena accesoria fijada legislativamente y cuya 
imposición se hace a través de una condena en un proceso penal.

378.  Por las razones que anteceden, la Corte concluye que Chile 
violó el derecho de libertad de pensamiento y expresión, protegido en el 
artículo 13.1 de la Convención, en relación con el artículo 1.1 del mismo 
instrumento, en perjuicio de los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, 
Pascual Huentequeo Pichún Paillalao y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe.

2.  Derechos políticos

379.  La Corte reitera que en el presente caso las presuntas víctimas 
fueron condenadas en virtud de procesos penales que fueron sustanciados 
en condiciones contrarias a la Convención Americana y, adicionalmente, 
ha constatado que les fueron impuestas penas accesorias restrictivas de sus 
derechos políticos. En virtud de los argumentos ofrecidos en este punto, 
la Corte se pronunciará sobre la alegada violación del artículo 23 de la 
Convención en perjuicio de las presuntas víctimas. 

[…]
381.  A los señores Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual 

Huentequeo Pichún Paillalao y Víctor Manuel Ancalaf Llaupe se les impu
sieron penas accesorias restrictivas de sus derechos políticos, según lo 
establecido en los artículos 28 del Código Penal y 9 de la Constitución 
Política. A las otras cinco presuntas víctimas, los señores Juan Patricio 
Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora Patricia Roxana Troncoso 

137.  Mutatis mutandis, Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de enero de 2009. Serie C No. 193, párr. 129, y Caso Fontevecchia y D`Amico Vs. Argentina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2011. Serie C No. 238, párr. 74.
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Robles se les aplicaron solo las penas accesorias, también restrictivas de sus 
derechos políticos, previstas en el artículo 28 del Código Penal.

382.  El artículo 9 de la Constitución Política de Chile dispone, entre 
otras cosas, que los responsables de delitos terroristas “quedarán inhabilitados 
por el plazo de quince años para ejercer funciones o cargos públicos, sean 
o no de elección popular, o de rector o director de establecimiento de 
educación, o para ejercer en ellos funciones de enseñanza; para explotar un 
medio de comunicación social o ser director o administrador del mismo, 
o para desempeñar en él funciones relacionadas con la emisión o difusión 
de opiniones o informaciones; ni podrán ser dirigentes de organizaciones 
políticas o relacionadas con la educación o de carácter vecinal, profesional, 
empresarial, sindical, estudiantil o gremial en general, durante dicho plazo”. 
Añade que ello “se entiende sin perjuicio de otras inhabilidades o de las que 
por mayor tiempo establezca la ley”. Al respecto, el artículo 28 del Código 
Penal establece las penas de “inhabilitación absoluta [y] perpetua para cargos 
y oficios públicos y derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para 
profesiones titulares mientras dure la condena”. 

383.  En la medida en que el ejercicio efectivo de los derechos políticos 
constituye un fin en sí mismo y, a la vez, un medio fundamental que las 
sociedades democráticas tienen para garantizar los demás derechos humanos 
previstos en la Convención138, la Corte considera que en las circunstancias 
del presente caso la imposición de las referidas penas accesorias, en las que 
se afecta el derecho al sufragio, la participación en la dirección de asuntos 
públicos y el acceso a las funciones públicas, incluso con carácter absoluto 
y perpetuo o por un término fijo y prolongado (quince años), es contraria 
al principio de proporcionalidad de las penas y constituye una gravísima 
afectación de los derechos políticos de los señores Segundo Aniceto Norín 
Catrimán, Pascual Huetequeo Pichún Paillalao, Víctor Manuel Ancalaf 
Llaupe, Juan Patricio Marileo Saravia, Florencio Jaime Marileo Saravia, José 
Benicio Huenchunao Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y la señora 
Patricia Roxana Troncoso Robles. 

384.  Lo anterior es particularmente grave en el caso de los señores 
Ancalaf Llaupe, Norín Catrimán y Pichún Paillalao, por su condición de 
líderes y dirigentes tradicionales de sus comunidades, de manera que por la 
imposición de las referidas penas también se afectó la representación de los 
intereses de sus comunidades respecto de otras, así como respecto del resto 
de la sociedad chilena en general. En concreto, la Corte resalta que estos 
fueron impedidos, en virtud de las referidas penas, de participar o dirigir 

138.  Cfr. Caso Castañeda Gutman Vs. Estados Unidos Mexicanos, párr. 143, y Caso López Mendoza Vs. Venezuela, 
párr. 108.
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funciones públicas en entidades estatales que, por su propia naturaleza, 
buscan promover, coordinar y ejecutar acciones de desarrollo y protección 
de las comunidades indígenas que estos representaban, lo que constituye 
una vulneración concreta de los derechos amparados en el artículo 23 de la 
Convención. Las anteriores conclusiones, que la Corte deriva de la naturaleza 
misma de las penas impuestas, resultan confirmadas, entre otras, con las 
declaraciones del señor Ancalaf Llaupe139, la señora Troncoso Robles140 y el 
señor Juan Pichún141, hijo del señor Pascual Pichún Paillalao. 

385.  Igualmente, cabe destacar, también por la condición de líderes 
y dirigentes mapuche de los señores Norín Catrimán y Pichún Paillalao 
(Lonkos), así como del señor Ancalaf Llaupe (Werkén), que la restricción de 
los derechos políticos de éstos también afecta a las comunidades de las cuales 
hacen parte puesto que, por la naturaleza de sus funciones y su posición 
social, no sólo su derecho individual resultó afectado sino, también, el de los 
miembros del Pueblo indígena Mapuche a quienes representaban.

386.  Por las anteriores consideraciones, la Corte concluye que el Estado 
violó los derechos políticos, protegidos en el artículo 23 de la Convención 
Americana, en relación con el 1.1 de la misma, en perjuicio de los señores 
Segundo Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, 
Florencio Jaime Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao Mariñán, Juan 
Patricio Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Víctor Manuel 
Ancalaf Llaupe y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles.

[…]

4.  Protección a la familia

[…]
404.  La Corte ha establecido que el Estado se encuentra obligado a 

favorecer el desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar142. Asimismo, ha 

139.  El señor Ancalaf Llaupe manifestó que había “quedado […] de por vida sin poder ejercer cargos públicos 
[ni] ejercer el derecho cívico de dirigir algún directorio en alguna determinada empresa o […] asumir cargos en 
algún municipio o en cualquier otro organismo del Estado”. Cfr. Declaración rendida por la presunta víctima 
Víctor Manuel Ancalaf Llaupe ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 
de mayo de 2013. 
140.  La señora Troncoso Robles indicó que, en razón de la sentencia condenatoria, “[tiene] inhabilidad 
perpetua para cargos públicos [y] suspensión perpetua de derechos políticos”. Cfr. Declaración escritoa rendida 
el 27 de mayo de 2013 por la presunta víctima Patricia Roxana Troncoso Robles (expediente de declaraciones 
de presuntas víctimas, testigos y peritos, folio 657).
141.  El señor Juan Pichún manifestó que cuando su padre cumplió su pena privativa de la libertad no pudo 
ejercer “el derecho a la participación como ciudadano, [pues] le negaron el derecho al voto, [y cualquier] 
participación [para …] poder asumir un cargo público”. Cfr. Declaración rendida por Juan Pichún ante la 
Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada los días 29 y 30 de mayo de 2013.
142.  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 66, y Caso Familia Pacheco Tineo 
Vs. Bolivia, párr. 226.
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afirmado que implica el derecho de toda persona a recibir protección contra 
injerencias arbitrarias o ilegales en su familia143, así como también que los 
Estados tienen obligaciones positivas a favor del respeto efectivo de la vida 
familiar144. El Tribunal también ha reconocido que el disfrute mutuo de la 
convivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental en la 
vida de familia145.

405.  Tratándose de personas privadas de libertad, las Reglas mínimas 
para el tratamiento de los reclusos de las Naciones Unidas, reconocen en 
la regla 37 la importancia del contacto de las personas privadas de libertad 
con el mundo exterior al establecer que “[l]os reclusos estarán autorizados 
para comunicarse periódicamente, bajo la debida vigilancia, con su familiar 
y con amigos de buena reputación, tanto por correspondencia como 
mediante visitas”. Asimismo, en la regla 79 reconoce que se debe “velar […] 
particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de las relaciones 
entre el recluso y su familia”146. En similar sentido, los Principios y Buenas 
Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas reconocen en el principio XVIII el derecho de estas personas 
“a mantener contacto personal y directo, mediante visitas periódicas, con 
sus familiares […] especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus 
respectivas parejas”147.

406.  Frente a las personas privadas de libertad, el Estado se encuentra en 
una posición especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciaras 
ejercen un fuerte control o dominio especial sobre las personas que se 
encuentran sujetas a su custodia148. De este modo, se produce una relación 
e interacción especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el 

143.   Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 72, y Caso Gudiel Álvarez y otros 
(“Diario Militar”) Vs. Guatemala, párr. 312.
144.  Cfr. Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, párr. 189, y Caso Vélez Restrepo y Familiares 
Vs. Colombia, párr. 225. Asimismo, TEDH, Caso Olsson Vs. Suecia (No. 1), No. 10465/83. Sentencia de 24 de 
marzo de 1988, párr. 81. 
145.  Cfr. Opinión Consultiva OC-17/02 de 28 de agosto de 2002, párr. 47, y Caso Vélez Restrepo y Familiares 
Vs. Colombia, párr. 225. Asimismo, TEDH, Caso Johansen Vs. Noruega, No. 17383/90. Sentencia de 7 de 
agosto de 1996, párr. 52, y Caso K y T Vs. Finlandia, No. 25702/94. Sentencia de 27 de abril de 2000, párr. 151.
146.  Cfr. Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas 
por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 
13 de mayo de 1977. Disponible en: http://www2.ohchr.org/spanish/law/reclusos.htm.
147.  Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Principios y buenas prácticas sobre la protección 
de las personas privadas de libertad en las Américas, Resolución 1/08, adoptados durante el 131° Período de 
Ordinario de Sesiones, celebrado del 3 al 14 de marzo de 2008. Disponible en: http://www.cidh.oas.org/
pdf%20files/RESOLUCION%201-08%20ESP%20FINAL.pdf.
148.  Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 152, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, 
párr. 188.
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Estado, caracterizada por la particular intensidad con que el Estado puede 
regular sus derechos y obligaciones y por las circunstancias propias del 
encierro, en donde al recluso se le impide satisfacer por cuenta propia una 
serie de necesidades básicas que son esenciales para el desarrollo de una vida 
digna149.

407.  Las visitas a las personas privadas de libertad por parte de sus 
familiares constituyen un elemento fundamental del derecho a la protección 
de la familia tanto de la persona privada de libertad como de sus familiares, 
no solo por representar una oportunidad de contacto con el mundo 
exterior, sino porque el apoyo de los familiares hacia las personas privadas 
de libertad durante la ejecución de su condena es fundamental en muchos 
aspectos, que van desde lo afectivo y emocional hasta el apoyo económico. 
Por lo tanto, sobre la base de lo dispuesto en los artículos 17.1 y 1.1 de la 
Convención Americana, los Estados, como garantes de los derechos de las 
personas sujetas a su custodia, tienen la obligación de adoptar las medidas 
más convenientes para facilitar y hacer efectivo el contacto entre las personas 
privadas de libertad y sus familiares.

408.  La Corte resalta que una de las dificultades en el mantenimiento de 
las relaciones entre las personas privadas de libertad y sus familiares puede ser 
la reclusión de personas en centros penitenciarios extremadamente distantes 
de sus domicilios o de difícil acceso por las condiciones geográficas y de 
las vías de comunicación, resultando muy costoso y complicado para los 
familiares el realizar visitas periódicas, lo cual eventualmente podría llegar a 
constituir una violación tanto del derecho a la protección a la familia como 
de otros derechos, como el derecho a la integridad personal, dependiendo 
de las particularidades de cada caso. Por lo tanto, los Estados deben, 
en la medida de lo posible, facilitar el traslado de los reclusos a centros 
penitenciarios más cercanos a la localidad donde residan sus familiares. En 
el caso de las personas indígenas privadas de libertad la adopción de esta 
medida es especialmente importante dada la importancia del vínculo que 
tienen estas personas con su lugar de origen o sus comunidades. 

409.  En consecuencia, queda claro que, al recluir al señor Ancalaf 
Llaupe en un centro penitenciario muy alejado del domicilio de su familia 
y al denegarle en forma arbitraria las reiteradas solicitudes de que se le 
trasladara a un centro penitenciario más cercano, para lo cual se contaba 
con la conformidad de la Gendarmería, el Estado violó el derecho a la 
protección de la familia.

149.  Cfr. Caso “Instituto de Reeducación del Menor” Vs. Paraguay, párr. 152, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, 
párr. 188.
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410.  Por las razones expuestas, la Corte concluye que el Estado violó 
el derecho a la protección a la familia, consagrado en el artículo 17.1 de 
la Convención Americana, en relación con la obligación de garantizar los 
derechos establecida en el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio del 
señor Víctor Manuel Ancalaf Llaupe.

VIII.  �REPARACIONES (APLICACIÓN DE L ARTÍCULO 63.1 DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA)

[…]

B.  Medidas de restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías 
de no repetición

1.  Medida de restitución: dejar sin efecto las condenas penales impuestas 
a las víctimas 

[…]
421.  Tal como se ha señalado en la presente Sentencia, las sentencias 

condenatorias expedidas en contra de las ocho víctimas de este caso – deter
minando su responsabilidad penal por delitos de carácter terrorista –fueron 
emitidas fundándose en una ley violatoria del principio de legalidad y 
del derecho a la presunción de inocencia, impusieron penas accesorias 
que supusieron restricciones indebidas y desproporcionadas al derecho 
a la libertad de pensamiento y expresión y al ejercicio de los derechos 
políticos. Adicionalmente, la Corte encontró que en la fundamentación 
de las sentencias condenatorias se utilizaron razonamientos que denotan 
estereotipos y prejuicios, lo cual configuró una violación del principio de 
igualdad y no discriminación y el derecho a la igual protección de la ley. 
Aunado a ello, en el caso de los señores Pichún Paillalao y Ancalaf Llaupe 
se produjeron violaciones al derecho de la defensa protegido en el artículo 
8.2.f de la Convención y con respecto a siete de las víctimas de este caso se 
les violó el derecho de recurrir de esos fallos penales condenatorios. Todo 
ello hace que sean condenas arbitrarias e incompatibles con la Convención 
Americana.

422.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso, y tal como 
lo ha hecho esta Corte en ocasiones anteriores150, dispone que el Estado debe 
adoptar, en el plazo de seis meses a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, todas las medidas judiciales, administrativas o de cualquier 

150.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de diciembre de 2001. Serie 
C No. 88; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica; Caso Palamara Iribarne Vs. Chile; Caso Kimel Vs. Argentina; Caso 
Tristán Donoso Vs. Panamá; Caso Usón Ramírez Vs. Venezuela y Caso López Mendoza Vs. Venezuela.
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otra índole necesarias para dejar sin efecto en todos sus extremos las 
sentencias penales condenatorias emitidas en contra de los señores Segundo 
Aniceto Norín Catrimán, Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, Víctor 
Manuel Ancalaf Llaupe, Florencio Jaime Marileo Saravia, Juan Patricio 
Marileo Saravia, Juan Ciriaco Millacheo Licán, José Benicio Huenchunao 
Mariñán y la señora Patricia Roxana Troncoso Robles sobre las cuales la 
Corte se pronunció en esta Sentencia. Ello comprende: i) dejar sin efecto 
la declaración de las ocho víctimas de este caso como autores de delitos 
de carácter terrorista; ii) dejar sin efecto las penas privativas de libertad y 
penas accesorias, consecuencias y registros, a la mayor brevedad posible, 
así como las condenas civiles que se hayan impuesto a las víctimas; y iii) 
disponer la libertad personal de las víctimas que aún se encuentren sujetas a 
libertad condicional. Asimismo, el Estado deberá, en el plazo de seis meses a 
partir de la notificación de la presente Sentencia, suprimir los antecedentes 
judiciales, administrativos, penales o policiales que existan en contra de las 
ocho víctimas en relación con las referidas sentencias, así como la anulación 
de su inscripción en cualquier tipo de registro nacional e internacional que 
los vincule con actos de carácter terrorista.

2.  Medidas de rehabilitación: atención médica y psicológica 

[…]
425.  La Corte estima, como lo ha hecho en otros casos151, que el Estado 

debe brindar gratuitamente, a través de sus instituciones especializadas o 
personal de salud especializado, y de forma inmediata, adecuada y efectiva, 
el tratamiento médico y psicológico o psiquiátrico necesario, a Segundo 
Aniceto Norín Catrimán, Víctor Manuel Ancalaf Llaupe, Florencio Jaime 
Marileo Saravia, Juan Patricio Marileo Saravia, José Benicio Huenchunao 
Mariñán, Juan Ciriaco Millacheo Licán y Patricia Roxana Troncoso Robles, 
previo consentimiento informado, incluyendo el suministro gratuito de los 
medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración 
los padecimientos de cada uno de ellos relacionados con el presente caso; 
así como, en su caso, el transporte, y otros gastos que sean estrictamente 
necesarios y estén directamente relacionados con la atención médica y 
psicológica. 

426.  En el caso de que el Estado careciera de personal o de las instituciones 
que puedan proveer el nivel requerido de atención, deberá recurrir a insti
tuciones privadas o de la sociedad civil especializadas. Asimismo, los 
tratamientos respectivos deberán prestarse, en la medida de lo posible, en 

151.  Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Reparaciones y Costas, párrs. 51.d y e, punto resolutivo 8, y Caso J. 
Vs. Perú, párr. 397.
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los centros más cercanos a sus lugares de residencia152 en Chile por el tiempo 
que sea necesario. Al proveer el tratamiento se debe considerar, además, 
las circunstancias y necesidades particulares de cada víctima, también sus 
costumbres y tradiciones, según lo que se acuerde con cada una de ellas 
y después de una evaluación individual153. Para tal efecto, las víctimas 
disponen del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la 
presente Sentencia, para informar al Estado si desean recibir dicha atención 
médica, psicológica o psiquiátrica. 

3.  Medidas de satisfacción

[…]

b.  Otorgamiento de becas de estudio

[…]
432.  La Corte ha constatado que el procesamiento, sometimiento 

a prisión preventiva arbitraria y condena penal de las víctimas basada en 
la aplicación de una ley contraria a la Convención tuvo como efecto que 
éstas no pudieran participar de la manutención y cuidado de sus familias 
en la forma como lo hacían previo a los hechos del presente caso, lo cual 
repercutió en la situación económica de su grupo familiar y, por ende, en 
la posibilidad de que sus hijos pudieran acceder o completar sus estudios. 
En atención a lo anterior, y teniendo en consideración lo solicitado por los 
representantes, como lo ha dispuesto en otros casos154, este Tribunal estima 
oportuno ordenar, como medida de satisfacción en el presente caso, que el 
Estado otorgue becas en instituciones públicas chilenas, en beneficio de los 
hijos de las ocho víctimas de este caso, que cubran todos los costos de su 
educación hasta la conclusión de sus estudios superiores, bien sean técnicos 
o universitarios. El cumplimiento de esta obligación por parte del Estado 
implica que los beneficiarios lleven a cabo ciertas acciones tendientes al 
ejercicio de su derecho a esta medida de reparación155. Por lo tanto, quienes 
soliciten esta medida de reparación, o sus representantes legales, disponen 
de un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de la presente 
Sentencia, para que den a conocer al Estado sus solicitudes de becas. 

152.  Cfr. Caso De la Masacre de las Dos Erres Vs. Guatemala, párr. 270, y Caso Osorio Rivera y Familiares 
Vs. Perú, párr. 256.
153.  Cfr. Caso 19 Comerciantes Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 2004. 
Serie C No. 109, párr. 278, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, párr. 256.
154.  Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, párr. 237, y Caso Osorio Rivera y Familiares Vs. Perú, 
párr. 267.
155.  Cfr. Caso Escué Zapata Vs. Colombia, párrs. 27 y 28, y Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2010. Serie C No. 216, párr. 257. 
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4.  Garantía de no repetición: adecuación del derecho interno en relación 
con el derecho de la defensa a interrogar testigos 

[…]
435.  Al determinar que Chile incurrió en violaciones al derecho 

de la defensa de interrogar testigos, protegido en el artículo 8.2.f de la 
Convención, en perjuicio de Pascual Huentequeo Pichún Paillalao, la Corte 
constató que las medidas de protección de testigos relativas a la reserva de 
identidad fueron adoptadas en ausencia de un efectivo control judicial y 
un testimonio obtenido en esas condiciones fue utilizado en grado decisivo 
para fundar la condena. Asimismo, aun cuando en el proceso penal contra 
al señor Pichún Paillalao esas medidas de protección de reserva de identidad 
estuvieron acompañadas en los casos concretos de medidas de contrapeso, 
la falta de regulación de estas últimas provocó una inseguridad jurídica 
respecto de adopción de las mismas. 

436.  La Corte estima que, en el marco del ordenamiento jurídico chileno 
aplicado en este caso, resulta adecuado ordenar a Chile que, para evitar 
violaciones como las declaradas en la presente Sentencia, regule con claridad 
y seguridad la medida procesal de protección de testigos relativa a la reserva 
de identidad, asegurando que se trate de una medida excepcional, sujeta a 
control judicial en base a los principios de necesidad y proporcionalidad, 
y que ese medio de prueba no sea utilizado en grado decisivo para fundar 
una condena, así como regular las correspondientes medidas de contrapeso 
que aseguren que la afectación al derecho de defensa sea suficientemente 
contrarrestada, de acuerdo con lo establecido en la presente Sentencia. 
Adicionalmente, el Tribunal recuerda que a fin de garantizar dicho derecho 
de la defensa a interrogar testigos, las autoridades judiciales deben aplicar 
esos criterios o estándares establecidos por la Corte en ejercicio del control 
de convencionalidad.

[…]
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